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LOS ÓRGANOS DEL SISTEMA NACIONAL DE COORDINACIÓN FISCAL: FORMALIDAD Y REALIDAD 

El tratamiento del SNCF como esfera institucional requiere que en primer lugar la revisión de la situación actual de los órganos de la coordinación fiscal, lo que se hace en el primer apartado. Posteriormente se analiza la realidad de dichos órganos, basada en una serie de entrevistas con algunos actores participantes del SNCF. En una tercera parte del capítulo se analiza el papel de la CONAGO y su impacto en el SNCF. 

A pesar de su importancia, el tema de los órganos de la coordinación fiscal es el menos estudiado. Son escasos los trabajos sobre el mismo, aunque destaca el ya citado de Acevedo y dos documentos del mismo sistema (SNCF, 2004b y SNCF, 2004c). Esta información se complementa con una serie de entrevistas con actores participantes clave, lo que configura una imagen más real de los órganos del sistema.  
13.1
Los órganos de la coordinación fiscal: aspectos formales

Los órganos de la coordinación son la RNFF, la Comisión Permanente, el Indetec y la Junta de Coordinación Fiscal (JCF), además de las autoridades hacendarias federales como el Secretario de Hacienda y Crédito Público, el Subsecretario de Ingresos y el Coordinador General con Entidades Federativas de la SHCP. 

13.1.1     Las Reuniones Nacionales

A principios de la década de los setentas, se reanudan los intentos de avanzar hacia la coordinación fiscal con todas las entidades federativas y se convoca en 1972 a la Primera Reunión Nacional de Tesoreros de los Estados Coordinados y la SHCP en la ciudad de Chihuahua. En este evento se crea la Comisión Permanente de la Federación y Estados Coordinados (Colmenares, 1999: 418). En 1973 se celebran la segunda y la tercera reunión, en la cual se da origen al Indetec que sería a la postre el órgano técnico del sistema. Entre 1973 y 1974 se realizan 3 reuniones adicionales. En la séptima reunión se presenta el anteproyecto de una nueva ley de coordinación fiscal que se siguió trabajando hasta su aprobación en diciembre de 1978. A partir de este año se celebra una reunión anual, a excepción de 1982 y de 1997 y 1998. En cambio en 1983 se celebraron dos reuniones (SNCF, 2004 b).

Normativamente, la RNFF es el órgano supremo del SNCF y se integra con los representantes de las haciendas públicas del gobierno federal y de cada una de las 32 entidades federativas. Se reúne por lo menos una vez al año y es presidido conjuntamente por el funcionario de mayor jerarquía de la entidad sede y por el Secretario de Hacienda o su representante. Esta reunión se convoca por el Secretario de Hacienda o por la Comisión Permanente. (SNCF, 2004 a; SNCF, 2004 b).

Entre las facultades de mayor relevancia se encuentran la de proponer a los correspondientes poderes ejecutivos, las medidas de actualización y de mejora del sistema (SNCF, 2004 a; SNCF, 2004 b). También aprueba los reglamentos de la propia RNFF, de la Comisión Permanente, del Indetec y de la JCF.

13.1.2
La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales

Un segundo órgano es la Comisión Permanente, que se forma con la SHCP y ocho entidades. Es presidida conjuntamente por el Secretario de Hacienda, o por el Subsecretario de Ingresos, y por el titular del órgano hacendario estatal que elija la Comisión entre sus miembros. 

	Cuadro 19.- Integración de las zonas en el SNCF

	Zona 1
	Zona 2
	Zona 3
	Zona 4
	Zona 5
	Zona 6
	Zona 7
	Zona 8

	Baja California
	Chihuahua
	Hidalgo
	Aguascalientes
	Guanajuato
	Distrito Federal
	Chiapas
	Campeche

	Baja California Sur
	Coahuila
	Nuevo León
	Colima
	Michoacán
	Guerrero
	Oaxaca
	Quintana Roo

	Sonora
	Durango
	Tamaulipas
	Jalisco
	Querétaro
	Estado de México
	Puebla
	Tabasco

	Sinaloa
	Zacatecas
	Tlaxcala
	Nayarit
	San Luis Potosí
	Morelos
	Veracruz
	Yucatán

	Fuente: SHCP, Ley de Coordinación Fiscal vigente


Las entidades son representadas por ocho de ellas de acuerdo a los diversos grupos en los que se divide la república de acuerdo a su cercanía geográfica. La integración de los grupos se presentan en el cuadro 19. 

Cabe señalar que la representación de las entidades federativas en la Comisión Permanente es rotativa, renovándose anualmente por mitad, es decir, cada año hay cuatro nuevos integrantes y los cuatro restantes están a la mitad de su representación. Se convoca por el Secretario de Hacienda, por el Subsecretario de Ingresos o por tres de sus miembros. La Comisión Permanente celebra entre ocho y diez reuniones por año, algunas de ellas son ‘cerradas’ con la participación de sus ocho miembros permanentes, pero también se realizan reuniones ampliadas con los 32 secretarios de finanzas o sus equivalentes. Tanto la RNFF como la Comisión Permanente son instancias que surgieron antes de la creación del SNCF, como una respuesta a la necesidad de tener un espacio de diálogo y negociación en temas de interés mutuo para las entidades y el gobierno federal.

13.1.3
El Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas

El Indetec, es un organismo público, con personalidad jurídica y patrimonio propio que funge como secretariado técnico del SNCF y de la Comisión Permanente. Es un organismo cofinanciado y cogobernado por todas las partes de la coordinación hacendaria. El 50% de su presupuesto es aportado por la SHCP y el restante por las 32 entidades federativas en proporción de su coeficiente efectivo en el FGP. 

Entre sus funciones destacan: realizar estudios relativos al SNCF; hacer estudios permanentes de la legislación tributaria vigente en la federación y en las entidades, así como de las respectivas administraciones; sugerir medidas encaminadas a coordinar la acción impositiva federal y local, para lograr una más equitativa distribución de los ingresos entre la federación y las entidades; actuar como consultor técnico de las haciendas públicas locales; promover su desarrollo técnico; capacitar técnicos y funcionarios fiscales y desarrollar los programas que apruebe la RNFF. 

13.1.4
La Junta de Coordinación Fiscal

Esta Junta se integra por los representantes designados por la SHCP y los titulares de los órganos hacendarios de las ocho entidades que forman la Comisión Permanente. Es el organismo encargado de formular los dictámenes técnicos que le solicite la hacienda federal, para la resolución de los casos en que se presente un recurso de inconformidad por algún contribuyente afectado con el incumplimiento de las disposiciones del SNCF. La Junta surge en 1990 y sólo funciona como una instancia que emite su opinión respecto de los casos que se le presentan.

13.1.5
Los Grupos Técnicos

Existen dos órganos de apoyo al SNCF: los Grupos Técnicos y los Grupos de Trabajo, que se encargan de dar seguimiento y operatividad a los temas en discusión del SNCF o buscar nuevas vías para su avance (SNCF, 2004 b: 5). Los Grupos Técnicos tienen su origen en la conveniencia de que las entidades federativas adheridas al SNCF conozcan de la manera más oportuna y eficaz los planes, programas y normatividad instrumentados por la SHCP en relación con las facultades que les han sido delegadas en materia de administración de ingresos federales.

Los Grupos Técnicos son impulsados por la SHCP y han evolucionado de acuerdo a la política impositiva federal, ajustándose a las reformas legales y los cambios en el esquema de colaboración administrativa en materia fiscal federal, (SNCF, 2004a; SNCF, 2004b). Estos Grupos se dividen por subsistema (SNCF, 2004a; SNCF, 2004b) y tratan asuntos relacionados con recaudación; auditoría fiscal; aduanas y comercio exterior; contabilidad gubernamental y presupuesto y gasto federalizado, política financiera y deuda pública.

 13.1.6
Los Grupos de Trabajo

Los Grupos de Trabajo son órganos de apoyo creados por la Comisión Permanente o por la RNFF con la finalidad de coadyuvar con los órganos del SNCF en el estudio, análisis y formulación de propuestas relevantes para el SNCF. Cada Grupo de Trabajo se ocupa de una materia específica e informa de sus avances a la propia Comisión. Estos Grupos se pueden organizar en Comisiones si el tema lo amerita.

Los Grupos de Trabajo surgen en la Reunión Nacional de Tesoreros Estatales y Funcionarios Federales, celebrada en Mazatlán, Sinaloa, en abril de 1973, ante la necesidad de los funcionarios de las entidades de desahogar dudas y plantear propuestas técnicas para mejorar la administración tributaria.

Actualmente los Grupos de Trabajo abordan diversos asuntos como: vigilancia del sistema; fuentes de ingreso local y potestades tributarias; estudio de la fórmula de distribución de participaciones federales; ingresos coordinados; descentralización del gasto en salud, del gasto educativo y otro tipo de gasto federalizado; sistemas de información contable, financiera y presupuestal; deuda pública estatal y municipal.

Tanto los Grupos de Trabajo como los Técnicos, en una primera instancia, sólo estaban orientados al tema de la armonización y la operación del sistema en materia de ingresos coordinados, con la excepción del tema del gasto educativo de las entidades, abordado desde finales de los ochentas y formalizado su análisis en 1992. Sin embargo, a partir de 1995 estos grupos han incursionado en materias de gasto y deuda, particularmente para el análisis de los efectos y operación de los procesos de descentralización en educación, salud, desarrollo social y esquemas de financiamiento público, entre otros. El organigrama del SNCF se presenta en el esquema 7.

13.1.7    Funcionamiento formal de los organismos del SNCF

Si nos atenemos a la documentación oficial, los organismos del SNCF forman un todo armónico que proporciona un espacio de discusión de los principales temas que afectan el funcionamiento del sistema de acuerdo a la perspectiva tanto de la SHCP, mediante los Grupos Técnicos, como de las entidades federativas vía los Grupos de Trabajo. Este mundo ideal se presenta en el esquema 8. 

En este todo armónico existe un doble flujo de información, los Grupos Técnicos y los Grupos de Trabajo realizan la labor técnica y someten sus avances ante la Comisión Permanente que los analiza, revisa, comenta y les da seguimiento en sus reuniones mensuales (o casi mensuales) y una vez elaborados y puestos en su forma definitiva se presentan ante la RNFF, que se verifica en forma anual. Si ésta los aprueba lo somete ante el Poder Ejecutivo, a través de la SHCP, quién a su vez convierte las propuestas en iniciativas de ley para su aprobación, modificación o rechazo por el Poder Legislativo. De esta manera, idealmente, en los órganos del SNCF, regulados en la LCF y en la normatividad complementaria, existe un espacio de diálogo, un mecanismo de negociación que permite debatir y acordar los asuntos de importancia tanto para entidades federativas como para la SHCP.

También es el mecanismo y el espacio para proponer cuestiones nuevas, que surgen de la dinámica del sistema y de la necesidad de atender las demandas de los estados por nuevos recursos, nuevas facultades y nuevas potestades tributarias en un mundo más o menos sin fricciones, más o menos feliz. Sin embargo detrás de la fachada de armonía y de buen accionar se esconde una lucha de poder donde quién ha ejercido tradicionalmente la dominación y ha ostentado el cuasi-monopolio de la fuerza, es la SHCP, cuando menos hasta el año 2000, porque en los últimos años han surgido actores que tratan de contrarrestar dicho poder. Esto es lo que descubre si se estudia el SNCF como una esfera institucional.      

13.2
Del organigrama a la realidad: el SNCF como esfera institucional

Detrás de la fachada de armonía, de diálogo y acuerdo, lo que se esconde en el funcionamiento de los órganos del SNCF es el control que ejerce la SHCP y su afán de no perderlo, de inducir los cambios estrictamente necesarios para impulsar su particular proyecto de federalismo y al mismo tiempo conservar su dominio sobre el sistema, que ejerce a través de tres mecanismos: la aplicación de las principales potestades tributarias o fuentes de recaudación; el suministro de las participaciones y las aportaciones así como otras transferencias del gobierno federal a los estados y municipios y mediante el control de los órganos del SNCF a través de los cuales modula su orientación y sus principales características. La federación ejerce dicho control a contracorriente de las transformaciones acaecidas tanto en la economía, en la política y en la institucionalidad interna, que presionan por un cambio en las relaciones de poder al interior del SNCF, mismo que ha sido resistido por la SHCP.

Para el estudio del SNCF y sus organismos en su etapa moderna se establecen dos periodos: de 1980 a 1997 y de 1998 a la fecha. El parte aguas de esta división es la inclusión del gasto federalizado como parte del sistema, mediante la incorporación del Ramo 33 en el Presupuesto Federal y del capítulo V en la LCF que introduce las aportaciones a estados y municipios. Hay que tener en mente que los cambios fundamentales del SNCF se realizan a través de modificaciones legales, es decir, requieren de iniciativa de ley sometida por el Poder Ejecutivo o por otro mecanismo de creación o modificación de la ley, ante el legislativo para su aprobación o rechazo. 

13.2.1   La esfera institucional de 1980 a 1997

A continuación se trata el funcionamiento del SNCF como esfera institucional, es decir en el plano de lo real, tal como es percibida por sus actores participantes, por lo que su principal fuente de información son una serie de entrevistas con algunos de ellos. La característica principal durante estos años, es que el SNCF trataba únicamente de los ingresos fiscales y sus elementos, es decir política fiscal, participaciones y colaboración administrativa en la materia.

De 33 participantes a 2 interlocutores. Formalmente el SNCF se integra por las 32 entidades federativas y la SHCP, es decir 33 participantes en igualdad jurídica y con relaciones paritarias, de iguales entre todas las partes, tendientes a garantizar un equilibrio en las relaciones fiscales federales. Pero la realidad muestra que no son 33 actores en interacción y diálogo, sino la SHCP por un lado y el conjunto de 32 entidades federativas por el otro. Es decir uno frente al otro, únicamente dos interlocutores, “la SHCP siempre cuidó que así fuera y así se interpretara” (Zarzoza Escobedo, entrevista, 4 de marzo, 2004).  Lo anterior dio como resultado que

... en los hechos, la mayoría de las modificaciones, actualizaciones o mejoras al sistema y a su vez, al federalismo fiscal, se han dado por el nivel federal con y a pesar del acuerdo entre las partes, ya que, como se sabe, dichos cambios requieren de establecerse fundamentalmente en la legislación federal para que éstos puedan surtir efectos (SNCF 2004 b).

El cerebro del SNCF. Una segunda característica de este periodo es que el cerebro del sistema, el órgano que hace la planeación estratégica no se encuentra en su organigrama, aunque si se esta adscrito a uno de los organismos integrantes. Ésta es el área de política de ingresos de la SHCP que ha existido bajo diferentes denominaciones. 

Ésta área es la que diseña la política fiscal y la política del federalismo y asume que su modelo obedece al gran interés nacional y de lo que le conviene al país, ya que en su argumentación es el único que tiene una visión estratégica y de conjunto de la nación. Esta visión es incuestionable por los estados y los órganos integrantes del SNCF como el Indetec. El modelo de política de ingresos, que es el de la SHCP, se impone sobre el sistema y anteriormente, en época del partido único, este proyecto se enviaba al Congreso como iniciativa de ley del Ejecutivo y el Congreso la aprobaba con ajustes menores. Ahora con el pluripartidismo, este vínculo de aprobación cuasi-automática se ha roto y se requiere un proceso de negociación previo y un pacto posterior (Michel Uribe, entrevista, marzo 23 de 2004). 

El dominio del proyecto de la SHCP se basa en diversos factores. En primer lugar se encuentran los recursos humanos, pues la SHCP conserva sexenio tras sexenio, con cambios menores, el equipo básico en las áreas de política de ingresos, coordinación con entidades, planeación hacendaria, las asesorías del Subsecretario de Ingresos y del Secretario. Esto le permite tener personal estable con buena capacidad para realizar estudios solventes y apoyados en información de primera mano. Por esta razón, entre otras, se afirma que aproximadamente “el 90% de las propuestas y el 100% de las decisiones sean de Hacienda, aunque a veces eran a través de algún estado” (Zarzoza Escobedo, entrevista, marzo 4 de 2004). En cambio las entidades federativas, en general no tenían, ni tienen un servicio profesional de carrera, formal o informal, que retenga sus cuadros más preparados y capacitados. Muchas veces, después de un periodo de entrenamiento en alguna entidad federativa los mejores cuadros se incorporan a la federación.

Otra clave del dominio de Hacienda es el control de la información, pues la SHCP tiene información de primera mano, de calidad y de manera expedita, mientras que los estados no han tenido históricamente el mismo acceso. Ahora con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública la situación ha mejorado, pero Hacienda siempre se reserva información importante. Ejemplos de esto son las controversias reportadas por Calzada Falcón en diversos artículos (Calzada Falcón, 2004: 249-251, 273-274 y 341-342). Las dudas y controversias se dan principalmente en relación a los recursos fiscales que PEMEX entrega a la SHCP, el monto de los recursos excedentes del petróleo y la integración precisa de la Recaudación Federal Participable (RFP). Inclusive, existe evidencia de un estudio encargado por la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados, donde se muestra que Hacienda ha manipulado la información de PEMEX para entregarle menos participaciones a las entidades federativas.

Otro factor de dominio es la existencia de la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas (UCEF) que es el órgano a través del cual se opera el control del sistema. La UCEF si aparece en el organigrama del SNCF y se encarga de la operación del sistema, de cobrar y pagar. De acuerdo con una entrevista, ésta unidad “es una convidada de piedra en el diseño de la política fiscal y hacendaria y esto se transmite al sistema y es sintomático de quién toma las decisiones” (Michel Uribe, entrevista, marzo 23 de 2004), pero su función es de control de las entidades federativas al interior del SNCF y lo ha realizado con relativa efectividad.

En resumen, el dominio de la SHCP sobre los estados y demás órganos del sistema obedece, entre otros, a tres factores: mayor profesionalización y capacitación del personal de la federación en relación al personal de las entidades federativas, el acceso a información mas oportuna y de mayor calidad y a la existencia de un órgano expresamente responsable del control y dominio sobre el sistema. Este dominio se acentúa cuando se analiza la operación real de los restantes órganos del sistema.

El funcionamiento de la Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales. Una primera limitación es que específicamente la RNFF y la Comisión Permanente son instancias que no tienen capacidad de decisión, sino únicamente de propuesta. Como lo señala un documento presentado en la CNH 

... estos organismos no han podido acordar, impulsar y lograr las transformaciones del SNCF que el país necesita actualmente ... 
en los hechos su influencia real ha sido limitada. No se está participando en el diseño de políticas para redefinir o perfeccionar el sistema, ni para impulsar o coadyuvar directamente con el ejecutivo en reformas hacendarias que fortalezcan el federalismo (SNCF, 2004 c). 
Una primera evaluación realizada en 1987 (Acevedo 1987: 84), señala que la RNFF no funciona como organismo de toma de decisiones debido a diversos factores, entre ellos destaca que el amplio número de asistentes y la manera de organizar los trabajos impide que se desarrollen análisis cuidadosos que permitan tomar decisiones y llegar a acuerdos entre la SHCP y las entidades federativas. Acevedo concluye que la RNFF funcionaba, en esos años, más bien como una instancia política y de información (Acevedo, 1987: 84).

Por otra parte, otro autor señala evidencia anecdótica de que tanto la RNFF como la Comisión Permanente “no eran sino el foro a través del cual la SHCP indicaba a las autoridades hacendarias estatales los lineamientos a seguir, en ocasiones a pesar de la oposición de algunas entidades” (Merino 2002: 169). 

Como se estableció anteriormente, en la RNFF existen 33 actores, pero únicamente dos interlocutores, la SHCP por un lado y las 32 entidades federativas por el otro, como se muestra en el esquema 9. De estas partes, la dominante es la SHCP y los mecanismos a través de los cuales se ejercía el poder “son políticos, económicos, administrativos, de todo tipo, con mayor razón en México en la era del presidencialismo fuerte” (Zarzoza Escobedo, entrevista, marzo 4 de 2004). Aunque ciertamente las modalidades de control están cambiando con el pluralismo político que vive la nación, más que por otra razón. 

Los mecanismos concretos son reseñados por varios de los entrevistados. El primero de ellos es el control de la agenda. En la reunión anual de la RNFF, principal evento del SNCF, se manipulan los tiempos de cada ponente, a quién se invita, quieres son los moderadores. Todo es realmente orquestado por la SHCP. No existe oportunidad de un verdadero diálogo y menos aún de tomar decisiones. No hay decisiones ejecutivas, concluyentes, que se deriven en acciones concretas o propuestas legislativas. En lo que no estaba de acuerdo Hacienda son inquietudes de las que se toma nota. Desde el principio hasta el final, desde 1973 hasta cuando menos el año 2000 se tomó nota de una diversidad de asuntos que nunca pasaron de eso. Esto fue siempre lo mismo desde los años setentas en que se inicia la RNFF, hasta el final del sexenio de Zedillo. La apariencia pomposa y la inoperancia real de la RNFF fue a propósito. 

Había formalmente un flujo de información. De los grupos técnicos y de trabajo hacia la Comisión Permanente y hacia la RNFF. Pero cuando a la SHCP no le interesaba un asunto o tema, esto se convertía en una especie de ‘ping pong’. Los grupos de trabajo armaban las propuestas que eran llevadas a la Comisión Permanente y de ésta a la reunión nacional. Y la RNFF los regresaba para su estudio a la Comisión Permanente y de ésta a los Grupos de Trabajo, es decir nada más rebotaba. Muchas veces Hacienda no dejaba llegar los asuntos a la Comisión Permanente, especialmente en las cuestiones delicadas para ellos, por ejemplo el asunto de la fórmula de participaciones, se inscribía en el grupo respectivo y desde ahí comenzaba a vetar, manipular, manifestar su desacuerdo o incluso sus amenazas veladas por fuera de las reuniones, sobre todo en la época del presidencialismo más extremo. Si algo no le agradaba a la SHCP les decía que tomaba nota y que luego les informaría de su resolución, cosa que frecuentemente nunca sucedía. De esta manera no salía nada que no contara con la aprobación de la SHCP. 

Funcionario que ‘se pasaba de la raya’ o tuviera más iniciativa de la deseable o no era del agrado de Hacienda, se hablaba con los gobernadores para decir que tal funcionario no se comportaba apropiadamente, que faltaba al respeto, en fin que no era bien visto por la SHCP y que le agradecería que le llamara la atención, que se le metiera al orden o que ya no se le mandara. Se llegó a despedir funcionarios por esta razón. Era un control férreo y muy común en la época de Salinas. El Subsecretario mismo o a veces hasta el Secretario eran los encargados de hablar con los gobernadores. Un ejemplo muy claro de este centralismo y del autoritarismo fue el retiro de la administración del IVA de los estados a pesar de su oposición casi unánime, en 1989.

Otro dato importante es la fecha de la celebración de la RNFF, pues en las década de los ochenta y los primeros años de los noventa ésta se celebraba entre abril y julio, daba tiempo para que sus conclusiones y propuestas se transformaran en iniciativas de ley para su presentación al Congreso y su posterior implementación. Sin embargo a partir de 1999, este evento se celebra en los últimos meses del año (octubre a diciembre), lo que no da margen para preparar las conclusiones y darles forma para su presentación ante el Congreso y su instrumentación. De esta manera, la RNFF se convierte en una formalidad, donde únicamente se rinden informes que a pocos interesan y en un gran evento de turismo fiscal (Ramírez, entrevista, marzo 25 de 2004). 

Sin embargo cuando a Hacienda le interesa impulsar un asunto, en ocasiones utiliza la fachada de algunos estados. Los apoya en la elaboración de las propuestas y en su presentación, hasta su aprobación y formulación en iniciativas de ley presentadas ante el Congreso. Tal fue el caso del cambio de la fórmula de distribución de participaciones en 1990. De esta manera el sistema, fue configurado y reformado principalmente por la SHCP durante todo el tiempo. Esto se da especialmente en los años en que el SNCF se mantuvo en la esfera de los secretarios de finanzas y durante la época de partido único y del presidencialismo a ultranza.

La realidad de la Comisión Permanente. Idealmente la Comisión Permanente, por la frecuencia de sus reuniones, por su contacto con los Grupos de Trabajo y mediante la celebración de reuniones ampliadas, debería ser el mecanismo de concertación y de propuesta más acabado del SNCF. Sin embargo, de acuerdo con Acevedo y hasta la fecha en que ella escribe, este mecanismo no funcionaba por las siguientes razones:

a. Las secretarías de finanzas estatales o sus equivalentes no contaban con la capacidad técnica para justificar sus propuestas y concretarlas en una fórmula específica, por lo que la SHCP encontraba sencillo descartar dichos planteamientos.

b. La Secretaría de Hacienda contaba con mucha más información, y más actualizada, por lo que contraponía a los argumentos de los tesoreros, estimaciones estadísticas que demuestran que una determinada alternativa no es viable. 

c. Por otro lado, los funcionarios de las entidades tenían temor de presentar sugerencias a la federación, debido a un sentido de ‘disciplina política’ muy extendido.

d. La SHCP es quien dicta los lineamientos y se presta poca atención a las consideraciones de los tesoreros estatales.

e. Las reuniones de la Comisión Permanente se dedicaban fundamentalmente a exponer las ideas de la SHCP sobre la actitud que se esperaría de los tesoreros estatales. 

f. Otro medio de control que la SHCP utiliza es el manejo de la divergencias entre las entidades federativas. Las pugnas entre los secretarios de finanzas, sobre la integración y distribución de los fondos, se deben a que cada entidad sugiere que se ‘premie’ aquella variable que la beneficiaría, ya sea el esfuerzo fiscal, la población, el grado de desarrollo económico u otra variable. 

g. También cuando la SHCP no quiere tratar directamente un asunto con una entidad federativa, lo canaliza a través de la Comisión Permanente, donde se mediatiza y se diluye. Tal fue el caso de la demanda del Estado de México de redistribuir potestades tributarias hecha en 1984 y que fue el inicio del cambio en el FGP que rigió entre 1987 y 1989 (Acevedo, 1987: 96). 

h. Otra razón es el problema de la suma 0 que ante un monto fijo a distribuir, un cambio en la fórmula genera necesariamente ganadores y perdedores. La SHCP ha encontrado el mecanismo ideal para evitar que la mayoría de las entidades lleguen a un acuerdo, cuando una de ellas presenta alguna propuesta. Dicho mecanismo consiste en demostrar que a tales o cuales estados les perjudicaría la alternativa que se está discutiendo.
Acevedo señala que hay quien opina que las sesiones de la RNFF y de la Comisión Permanente son, para decir lo menos, “aburridas e inútiles” y constituyen foros donde se exhibe el ‘servilismo’ de la mayoría de los tesoreros y el desprecio de la federación por la capacidad técnica y administrativa de las entidades. O si se prefiere, en los organismos de coordinación se enfrenta el problema del curioso juego que se da entre la ‘disciplina política’ (...) un sentido de disciplina que a menudo hace pensar que las opiniones de los representantes federales son decisiones ya tomadas a niveles superiores y la falta de sensibilidad de la SHCP para escuchar los planteamientos de las entidades federativas (Acevedo, 1987: 100). Este diagnóstico de Acevedo acerca de la Comisión Permanente se sostiene en lo fundamental para el periodo bajo estudio (1980-1997).

El accionar de los Grupos de Trabajo. De acuerdo con Zarzoza Escobedo (entrevista, marzo 4 de 2004), y con Olivares Sánchez (entrevista, abril 30 de 2004) los Grupos de Trabajo funcionan bien, generan propuestas, las fundamentan y algunas de ellos han llegado a planteamientos importantes y valiosos. En esos grupos muchas veces los estados llegaron a controlar su orientación. Aún con intereses en conflicto entre las entidades federativas era un buen mecanismo, ya que se lograban consensos. El problema es que los avances quedaban detenidos en otras instancias como la Comisión Permanente, donde incluso se llegó a cambiar las actas y el sentido de los acuerdos de los Grupos de Trabajo. 

La situación de los Grupos Técnicos. A diferencia de los Grupos de Trabajo, en los Grupos Técnicos el que manda es Hacienda. Por ejemplo en el Grupo Técnico de fiscalización el que toma decisiones es el responsable del área en la SHCP y así en recaudación, auditoría y en todas las materias. No se toman decisiones si no lo autoriza Hacienda. Son un mero mecanismo de transmisión de información hacia los estados.

Indetec. En relación a Indetec se reportan los siguientes problemas (SNCF, 2004 c): a) falta de claridad en su naturaleza jurídica. No obstante que el Instituto está reconocido en la LCF, carece de precisión en su estructura legal; b) saturación de cargas de trabajo que a su vez genera insuficiencia presupuestal. Los constantes requerimientos de servicios solicitados, hacen que su prestación se haga en función a prioridades. La disyuntiva no es elegir qué dejar de hacer, sino cómo hacer lo encomendado con niveles de suficiencia y calidad; c) insuficiente vinculación de sus programas con las necesidades reales de apoyo a estados y municipios.

13.2.2    La esfera institucional a partir de 1998

En 1998 la naturaleza del SNCF cambia radicalmente. Anteriormente, el sistema trataba únicamente de los ingresos fiscales y sus partes componentes: política fiscal, participaciones y colaboración administrativa y, de menor importancia, el crédito público. A partir de ese año se incluye el gasto público federalizado en educación básica, servicios de salud a población abierta, fortalecimiento municipal, seguridad pública y combate a la pobreza y otros programas de gasto social, entre otras vertientes de gasto descentralizado.

La introducción del gasto público en el SNCF incorporó nuevos actores a la esfera institucional, sobre todo del ámbito federal como las Secretarías de Educación Pública (SEP), de Salud (SS), Seguridad Pública (SSP) y de Desarrollo Social (Sedesol) por lo que se generó una gran complejidad en el sistema.

También el 2000 es un año clave del sistema ya que la llegada de un gobierno de oposición al poder ejecutivo federal cambió la correlación de fuerzas en el sistema político y provocó la incorporación de nuevos actores con impacto en el SNCF, como lo es la Conferencia Nacional de Gobernadores (CONAGO), diferentes asociaciones de gobiernos municipales y una asociación de congresos locales, entre los principales.    

Impacto sobre el cerebro del SNCF. Uno de los cambios visualizados es que al incorporarse el gasto público al sistema, el área de política de ingresos de la SHCP ha dejado de ser el cerebro único del mismo (Calzada Falcón, entrevista abril 1 de 2004) y ha tenido que compartir dicha función con otras áreas de la Subsecretaría de Egresos de la propia SHCP y los órganos de planeación de la SEP, SS, SSP y Sedesol, entre otras.

Los cambios en la RNFF y la Comisión Permanente. A pesar de la incorporación de nuevos actores en el SNCF, la SHCP sigue siendo el actor dominante frente al conjunto de entidades federativas, por lo que continúan siendo dos interlocutores principales con una serie de actores de menor importancia. 

Sin embargo se observan algunos cambios, entre los que destacan los siguientes: las secretarías de finanzas de los estados cuentan con personal más profesionalizado, con mayor capacidad de análisis y de propuesta y por otra parte se cuenta con mayor información, lo que da a las entidades federativas un mayor margen de respuesta.

Pero donde se presenta el mayor cambio es en la ‘disciplina política’ que ya casi no se observa, pues con la instalación del pluralismo en el sistema político, en caso de controversia de un determinado secretario de finanzas con funcionarios de Hacienda, el gobernador de ese estado es probable que salga en defensa de su funcionario, lo que antes no sucedía. De hecho, los gobernadores raramente intervenían en las cuestiones fiscales antes del año 2000, situación que ha cambiado radicalmente.

Incluso en la actualidad hay iniciativas que son del interés de la SHCP que no han pasado ante la oposición de las entidades federativas. Tal es el caso de la propuesta de descentralizar el régimen de pequeños contribuyentes en IVA y la incorporación al Registro Federal de Contribuyentes a los comerciantes informales donde los estados tendrían que hacer el trabajo, pero el beneficio sería para el Instituto Mexicano del Seguro Social por lo que las entidades federativas no encuentran una ventaja para ellos, y no la han aceptado, por lo que esta propuesta se encuentra trabada (Ramírez, entrevista, marzo 25 de 2004 y Michel Uribe, entrevista marzo 23 de 2004).    

En contraparte hay iniciativas que son de interés de la mayoría de los estados que no pasan debido a la oposición de la SHCP. Tal es el caso de la propuesta de utilizar únicamente los datos censales de la población para calcular el coeficiente de la primera parte del FGP y fijar dicho coeficiente en los años entre censos. Actualmente se utilizan estimaciones de la población realizadas por el INEGI para la elaboración de la Encuesta Nacional de Empleo y esto provoca grandes variaciones en las distribución de participaciones de esta parte del FGP, lo que inhibe una adecuada planeación financiera en las entidades federativas y beneficia solamente a unas pocas de ellas como el Estado de México, Quintana Roo y algunas entidades fronterizas que son un polo de atracción de población (Cabanillas, entrevista, marzo 39, 2004).           

Por otra parte, muchas de las discusiones que ocuparon a los órganos del sistema en sus primeros 20 años, como la suma 0, los criterios de la fórmula de distribución de participaciones, ya no son tan determinantes y se comienzan a considerar como un dato, como un parámetro del sistema y se ha pasado a discutir otro tipo de propuestas como la redistribución de potestades tributarias, el regreso de la administración del IVA a los estados, planteada por el Gobierno del Estado de Tabasco ante la CNH (Calzada Falcón, 2004: 258-59 y 261-62) y respaldada por Sonora (Vega, entrevista, junio 29, 2004) y la devolución de potestades tributarias a estados y municipios, entre otras que se han presentado ante la CNH, impulsadas principalmente por los estados.

El impacto sobre los Grupos de Trabajo. En relación a los Grupos de Trabajo es importante destacar su proliferación pues en una primera instancia, sólo estaban orientados al tema de la armonización y la operación del sistema en materia de ingresos coordinados, con la excepción del tema del gasto educativo de las entidades, abordado desde finales de los ochentas y formalizado en 1992. A partir de 1995 estos grupos han incursionado en materia de gasto como mecanismo de financiamiento de la descentralización en educación, salud, desarrollo social y seguridad pública; y de deuda y esquemas de financiamiento público, entre otros (SNCF b, 2004: 7).

Los Grupos Técnicos y los de Trabajo han proliferado cubriendo materias que deberían ser tratados en las diferentes áreas operativas tanto de la SHCP y de las secretarías de finanzas estatales, por lo que puede darse duplicidad entre estas instancias. Esta situación, además de elevar los costos de operación del sistema distrae los recursos humanos más capacitados de los estados y la federación. Por lo anterior, un documento señala que los grupos se deben crear por excepción y en forma temporal “para atender problemas de operación del SNCF que no sean competencia expresa de las dependencias oficiales responsables de su solución” (SNCF c, 2004). 

Los Grupos de Trabajo del SNCF nacen, permanecen, se modifican o desaparecen según las propias necesidades, los temas de análisis e interés o la propia evolución del sistema y la coordinación entre niveles de gobierno. El citado documento señala que la cancelación o reducción de los grupos de trabajo y técnicos que funcionan actualmente, estaría condicionada a la existencia de mecanismos de resolución de problemas operativos, previstos en el SNCF “que operen de manera institucional y automática” (SNCF c, 2004).

13.4 Evaluación general de los organismos del SNCF 

A pesar de su análisis tan crítico, Acevedo considera que tanto la RNFF como la Comisión Permanente han sido piedra angular para el desarrollo del sistema e instancia insustituible de comunicación entre federación y estados y de intercambio de experiencias administrativas, lo que ha permitido un importante avance en sus relaciones fiscales y un mayor desarrollo técnico (Acevedo, 1987: 85-86).   

Otra de las limitaciones de los órganos del sistema es que a diferencia de lo que se quiso hacer en las distintas convenciones nacionales fiscales, los órganos del SNCF tienen únicamente carácter deliberativo y propositivo y no pueden ni pretenden imponer sus resoluciones a la federación ni a los estados (Acevedo, 1987: 84). Las normas vinculantes derivan de la legislación aprobada por los poderes legislativos tanto federal como estatales, así como de los convenios aprobados entre la federación y las entidades federativas, cuyos cambios y ajustes no derivan necesariamente de los trabajos de la Comisión Permanente y/o de la RNFF.
Algunas de las limitaciones de los órganos del sistema es que éste fue diseñado fundamentalmente para la colaboración administrativa, coordinación fiscal, armonización tributaria y participaciones. La incorporación del gasto federalizado a partir de 1998 introdujo problemas para los que aún no existen “los mecanismos suficientes y una definición más formal para que los organismos cuenten con autoridad real en lo que se refiere a los temas de gasto público y deuda” (SNCF, 2004 c) en los que intervienen otras dependencias del ejecutivo como la SEP, SS, SSP y Sedesol, por lo que “no son consideradas con el peso que merecen, ya que la decisiones fundamentales para que las mismas prosperen, están prioritariamente determinadas por la aceptación del ejecutivo federal en cuanto a la reglamentación y normatividad administrativa, o bien, dependen de que el gobierno federal envíe iniciativas de ley al Congreso de la Unión para que puedan ser analizadas y en su caso aprobadas” (SNCF, 2004 c).

Según Michel Uribe, (entrevista, marzo 23 de 2004) la idea de que exista un organismo político que se reúna anualmente y que funcione en forma paritaria no es mala, el problema es que no ha funcionado como dice el modelo, “dando mandatos y verificando el funcionamiento del resto del sistema". No ha funcionado porque en la práctica Hacienda ejerce su poder y establece su dominio, manipulando sus resultados y al resto de los participantes.

En relación al Indetec, la mayoría de los entrevistados coinciden en que este instituto ha desarrollado gran capacidad técnica y tiene un personal experimentado, además que tiende a actuar de manera neutral sin inclinar sus trabajos hacia la SHCP, aunque Zarzoza Escobedo (entrevista, marzo 4 de 2004) señala que en asuntos que son importantes para la federación las presiones son fuertes para orientar su opinión en su favor.  

Hasta ahora el Indetec ha estado detrás de la toma de decisiones del sistema, apoyando a las entidades federativas en la implementación de los convenios, capacitando y certificando funcionarios locales, sirviendo como secretariado técnico del sistema, apoyando en la colaboración administrativa. Esa es su función y la ha cumplido adecuadamente. Sin embargo las entidades federativas requieren de un organismo que vea hacia el futuro, que haga la planeación estratégica, la prospectiva, que ayude a determinar las vías por las que ha de transitar el federalismo del siglo XXI.

Todos coinciden en que su autonomía sería un gran avance para el SNCF, porque además de liberarse de las presiones del centro y de algunos grupos de estados, Indetec, bajo este nombre u otro, se podría convertir en el cerebro del sistema con funciones tanto de planeación estratégica, como de prospectiva y de evaluación del SNCF entendido integralmente.

Existe un elemento inherente de centralización en el SNCF, ya que sus cambios deben iniciarse con modificaciones legales que aprueba el congreso federal, a iniciativa generalmente, del poder ejecutivo federal. Este hecho se superpone y domina a las supuestas relaciones paritarias entre los 33 actores del sistema que deberían garantizar el equilibrio del federalismo. El colmo del centralismo es que para que las entidades federativas puedan utilizar sus potestades tributarias originarias, se debe reformar la legislación federal.

También se han enfrentado una serie de limitaciones y restricciones como “las dificultades para conformar su reglamentación interna, la cual ha sufrido cambios y adecuaciones producto de controversias en las disposiciones reglamentarias o por la falta de entendimiento entre algunas entidades, o bien entre la federación y las entidades” (SNCF, 2004 b). Por otra parte, su operación y funcionamiento ha sido, a veces, poco efectivo, ya que tanto los trabajos como las propuestas realizados no han tenido el acuerdo entre las partes, o bien no se han traducido en modificaciones legales o en cambios de las reglas de operación. Por su parte el carácter no resolutivo y no vinculante de las decisiones de la RNFF y de la Comisión Permanente limita la posibilidad de “materializar propuestas significativas de mejora, corregir distorsiones del sistema de coordinación y propiciar un mejor equilibrio federal entre niveles de gobierno” (SNCF, 2004 b).  

Otro punto sobresaliente, al menos hasta el 2001, cuando se crea la CONAGO,  el juego cotidiano del SNCF se da entre los secretarios de finanzas de los estados, el Coordinador con Entidades Federativas y el Subsecretario de Ingresos de la SHCP, el Indetec y eventualmente el Secretario de Hacienda. Los gobernadores de los estados intervenían únicamente en la firma de convenios o cuando les afectaba un problema específico e importante para sus finanzas.

Sin embargo, a partir de la alternancia en el poder, con el pluralismo político y la creación de la CONAGO, la discusión cambia de nivel e intervienen los gobernadores como actores cotidianos, que plantean sus demandas directamente al Secretario de Hacienda, ante el mismo presidente de la república y frente al mismo congreso. Esto cambia la naturaleza del problema fiscal, que rebasa el plano exclusivamente financiero y se convierte en un proceso político. Por otra parte, se crean nuevos mecanismos de interlocución en el federalismo mexicano que rebasan el SNCF.  

A pesar de los cambios en el contexto económico y político y las transformaciones internas en el SNCF, la toma de decisiones sigue siendo vertical y el poder se conserva en manos de la SHCP. Se puede decir que Hacienda ve al SNCF como una caja negra la que se supone que funciona de manera adecuada y en la que no permite la intervención de actores externos, por que la considera su coto exclusivo. Esto genera el riesgo de que ante los cambios en el contexto y el surgimiento de nuevos actores el SNCF se vea rebasado e incapaz de responder a las demandas que generen estos cambios.   

13.5
La Conferencia Nacional de Gobernadores, nuevo actor que incide en el SNCF

Los cambios en el sistema político mexicano se profundizan a partir de las elecciones de 1988, en la cual el PRI no logra mayoría calificada en la Cámara de Diputados y posteriormente el triunfo del PAN en Baja California en 1989 y en Chihuahua en 1992. La cámara baja con fuerte participación de la oposición y estos mandatarios estatales comenzaron a cuestionar desde adentro el SNCF, por lo que éste comienza a fracturarse.

Años después, en 1997, como resultado de las elecciones de ese año, la oposición obtiene el control de la Cámara de Diputados y tiene un gran peso en la de Senadores, con lo que los modos de hacer política tienden a transformarse, junto con el pluralismo del legislativo. Pero el gran cambio se da en 2000 cuando el PAN gana la presidencia de la república por lo que la mayoría de gobernadores pasa a la oposición, alterándose radicalmente la correlación de fuerzas en el sistema político y exigiendo la transformación del federalismo mexicano, tal como se había concebido hasta esa fecha. 

Este escenario da la pauta para el surgimiento de nuevos actores con interés en los temas fiscales, por lo que emerge la Conferencia Nacional de Gobernadores (CONAGO), tres asociaciones de gobiernos locales, que se integran en una conferencia, y una asociación de congresos y legislaturas locales, todos ellos con una clara intención de intervenir en la discusión de los asuntos fiscales. Sin embargo, de estos nuevos actores, el que más impacto e influencia ha tenido es la CONAGO.

El antecedente de la CONAGO es la Asociación Nacional de Gobernadores, que integraba a mandatarios estatales afiliados al Partido de la Revolución Democrática (PRD) y los llamados aliancistas, que evolucionó hacia la inclusión de gobernantes del PRI, hasta en su etapa actual cubrir la totalidad de mandatarios estatales.

El surgimiento de la CONAGO fue posibilitado por el pluralismo que vive la vida política del país y la necesidad de generar “un espacio plural de diálogo y de construcción de mecanismos de interlocución, con el cual abordar desde una perspectiva común la relación de los gobiernos estatales con la federación” (Gutiérrez, 2004: 20-21). También es un foro para el intercambio de experiencias y la discusión de problemas comunes, teniendo como propósito último la transformación de las relaciones federación-estados, y dentro de éstos, los municipios.   

La CONAGO reincorporó a la agenda de la discusión el problema de la esencia del federalismo, es decir, el reparto de funciones y responsabilidades entre los tres ámbitos de gobierno por un lado y la asignación de recursos para cumplir esas funciones por el otro y sus modalidades (potestades, transferencias, subsidios etc.). Una de sus primeras tareas fue abordar la problemática fiscal, concretamente las relaciones fiscales federación-entidades federativas que han vivido una etapa difícil, y se acercan a un punto crítico, tal como se muestra en su primer documento oficial “La declaración de Mazatlán” (CONAGO, 2001) que trata exclusivamente de cuestiones fiscales y esboza una alternativa a la enviada por el Ejecutivo al Legislativo durante ese año (Gutiérrez, 2004: 44). Esta propuesta es lanzada por los gobernadores del PRI y del PRD sin estar constituida formalmente la CONAGO.

En julio 13 de 2002 se constituye formalmente la CONAGO en Can Cun, Quintana Roo (CONAGO, Declaratoria de Can Cun, julio 13 de 2002) y comienza a ampliar su agenda para incluir temas como migración, reforma del Estado, educación, pobreza extrema, administraciones portuarias integrales, delegaciones federales en los estados, entre otros. 

Otro momento significativo en la existencia de la CONAGO es la incorporación de los gobernadores panistas en su segunda sesión extraordinaria efectuada en Cuatro Ciénegas, Coahuila el 20 de agosto de 2003, en la cual se aprueba la emisión de la convocatoria a la CNH. Desde esa fecha la CONAGO integra a todos los gobernadores de la república. 

A partir de ese momento, se comienza la formación de grupos de trabajo, integrados principalmente por sus secretarios de finanzas, que posteriormente se convirtieron en comisiones, destinadas a temas específicos, se integró un secretariado técnico y se le asignó un presupuesto propio. De esta manera, se ha fortalecido su papel de interlocutor ante la federación con una estructura organizacional propia y con el apoyo de los aparatos administrativos estatales. Cabe señalar que las decisiones de la CONAGO se toman por consenso, si un miembro no está de acuerdo con alguna de ellas, ésta no se adopta. Esto ha generado algunos problemas, pues según un entrevistado, algunos secretarios de finanzas de origen panista adoptan posiciones que bloquean las resoluciones, sin más razones que las partidistas (Olivares Sánchez, entrevista, abril 30 de 2004).  

Entre las acciones de la CONAGO en el aspecto fiscal y financiero destacan la propuesta del PAFEF, visto anteriormente, la convocatoria a la CNH y otras no menos importantes, como la formación de un fideicomiso para administrar los excedentes petroleros y la exigencia de transparencia en la integración de la RFP y los recursos petroleros. En estas acciones ha tenido gran relevancia la Comisión de Hacienda, conformada por los secretarios de finanzas o sus homólogos de la totalidad de las entidades federativas, los mismos participantes de la Comisión Permanente, en su versión ampliada del SNCF. 

13.5.1
La Convención Nacional Hacendaria

Otro de los hechos que han significado la corta existencia de la CONAGO es la convocatoria a la CNH emitida en septiembre 29 de 2003 en Monterrey. Este evento se organiza bajo la responsabilidad de un consejo en el que participan cuatro funcionarios federales designados por el presidente de la república, además de los gobernadores y sus representantes. Una primera característica de la CNH es que se encuadra en la reforma del federalismo mexicano que a su vez es parte de la Reforma del Estado. El propósito general de la CNH es: 

... coadyuvar a impulsar un desarrollo económico más dinámico y justo, definir las responsabilidades de gasto a partir de las necesidades básicas en materia social y de infraestructura de cada uno de los tres órdenes de gobierno, así como generar los recursos necesarios y suficientes dentro de un nuevo federalismo.

Para ello, se determinarán cuáles son las potestades impositivas respecto a quién corresponde legislar, recaudar, administrar o recibir recursos de cada impuesto, estableciendo cuáles son las facultades concurrentes y las exclusivas. De igual manera, se revisarán el marco institucional, las normas jurídicas y las políticas vigentes para operar el nuevo sistema (CONAGO, Convocatoria a la CNH, 2003).  
Entre los objetivos mas importantes de la CNH (CONAGO, Convocatoria a la CNH, 2003) destacan los siguientes:

a. Lograr un nuevo federalismo hacendario integral, que incluya ingreso, gasto, deuda y patrimonio públicos. Éste se plasmará en un capítulo hacendario en la Constitución y una nueva Ley de Federalismo Hacendario, para dar certidumbre a las relaciones entre los tres órdenes de gobierno. 
b. Definir las responsabilidades de gasto de cada orden de gobierno, a partir de su cercanía con las necesidades de los ciudadanos y su aptitud para resolverlas. 

c. Revisar las facultades tributarias y proponer quién legisla, quién administra, recauda y recibe los frutos de las contribuciones. 

d. Lograr mayor transparencia y armonización de la información hacendaria y fortalecer los sistemas de rendición de cuentas, de supervisión y de control social ciudadano. 

La Coordinación Técnica de la CNH se integra por la Comisión Permanente en su concepción ampliada con el apoyo del Indetec, lo que garantiza su calidad técnica. 

13.5.2
La Convención Nacional Hacendaria y las Convenciones Nacionales Fiscales

Existen diferencias marcadas entre las tres CNF y la actual CNH. El único punto en común es que todas surgen en momentos críticos para las finanzas públicas y el sistema fiscal, pero hasta ahí terminan las coincidencias. Entre las diferencias destacan en primer lugar que las tres primeras trataron únicamente los ingresos, mientras que la actual analiza todos los elementos de la hacienda pública: ingreso, gasto, deuda y patrimonio, además de los elementos administrativos que permitan mejorar su administración.

Una segunda diferencia es que las primeras fueron promovidas, lideradas y dominadas por la SHCP y la presidencia de la república, en la fijación de la agenda, temas tratados, ponentes, oradores, tiempos etc., mientras que la actual CNH surge por la convocatoria y la presión de la totalidad de gobernadores de la república agrupados en la CONAGO, y esto determina la naturaleza de la CNH.  

La tercera diferencia es que las tres convenciones fiscales tuvieron una duración de dos o tres días, mientras que la actual es un proceso que comenzó desde agosto de 2003 y terminó el 15 de agosto de 2004, para continuar la elaboración de iniciativas de ley a presentarse ante el congreso en su sesión ordinaria de septiembre de ese año.

En las tres convenciones fiscales participaron únicamente funcionarios públicos. En la CNH existe un mecanismo que incorpora a los llamados coadyuvantes, miembros de cámaras y otras organizaciones empresariales; instituciones de educación superior; colegios de profesionistas; organizaciones de contribuyentes; miembros del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y sectores interesados de la sociedad civil. En la CNH existe una metodología que guía desde la presentación de ponencias hasta la elaboración de proyectos legislativos, cuestión que no existió en las convenciones fiscales. Finalmente no se parte de una doctrina fiscal predominante, es decir no se plantea la separación de fuentes impositivas ni la armonización tributaria como forma principal de organización hacendaria, sino un camino ecléctico. 


En síntesis, la CNH es una oportunidad histórica, que no se presentaba desde la época posrevolucionaria, en la que la República puede expresarse en su diversidad política, económica y social para forjar el federalismo que contribuya al desarrollo del país y al aumento de la calidad de vida de la mayoría de los mexicanos. 

13.5.3
El impacto de la emergencia de la CONAGO en la esfera institucional 

La irrupción de la CONAGO impacta diversos aspectos de las relaciones fiscales intergubernamentales. En primera instancia rebasa todas las organizaciones y mecanismos del SNCF: RNFF, Comisión Permanente, Indetec, Grupos de Trabajo y Grupos Técnicos ya que acude directamente a la Cámara de Diputados a presentar sus inquietudes y demandas, lo que implica que dicho sistema, esta dejando de cumplir las funciones para el que fue creado.

Por otra parte, la CONAGO ha creado una estructura técnica paralela denominada Comisión de Hacienda, donde participan los secretarios de finanzas de las entidades federativas. Es decir, con los mismos actores de la RNFF, de la Comisión Permanente y de los Grupos de Trabajo, con la excepción de Indetec, se tratan los temas hacendarios desde un punto de vista técnico y la propuestas no atendidas por los organismos y mecanismos del SNCF se analizan, pero sin la ‘guía’ o la ‘orientación’ de la SHCP, de tal manera que se escapan al control de la misma, por lo que sus propuestas son más ambiciosas y de más alcance desde el punto de vista de los estados.         

La existencia y el funcionamiento específico de la CONAGO implica un cambio de nivel en la toma de decisiones. Anteriormente el SNCF estaba en manos de los secretarios de finanzas y de los funcionarios de segundo nivel de la SHCP. Eventualmente intervenían los gobernadores, el secretario de Hacienda y el presidente de la república. Con la participación de la CONAGO la negociación fiscal se ha transformado en un proceso político, donde los principales actores son los gobernadores de los estados, el secretario de Hacienda, el jefe del ejecutivo, los diputados y los senadores de la república. La realización misma de la CNH es prueba de que el SNCF, sus organismos y mecanismos han sido rebasados y de que las relaciones fiscales intergubernamentales se encuentran en un momento crítico.  

Al respecto un documento del SNCF (2004 b)  establece:

En este sentido, el SNCF enfrenta como una de sus tareas pendientes, la revisión y adecuación de sus organismos formales, para con ello transformarlos, no sólo en instancias capaces de encabezar las discusiones y posibilidades de cambio para la coordinación hacendaria, sino que al mismo tiempo sus propuestas tengan los canales e instrumentos jurídicos adecuados que permitan su materialización ... (también) es necesario revisar la forma como se toman las decisiones.

Lo anterior requiere el diseño de nuevas instituciones para la coordinación hacendaria, para lo cual existen varias iniciativas. Por ejemplo la CONAGO en la “Declaración de Mazatlán” propone la creación en la Constitución de la República de una “Comisión Federal de Presupuesto, Financiamiento y Gasto Público” integrada por el presidente de la república y los titulares de las 32 entidades federativas, a fin de abordar periódicamente la agenda del fortalecimiento de la nación, mientras que el gobernador de Tlaxcala ha propuesto la creación de un Consejo Mexicano de Relaciones Intergubernamentales. También es necesario crear un Instituto del Federalismo (nombre propuesto por Calzada Falcón, entrevista abril 1 de 2004)  autónomo que sea el órgano técnico y operativo del sistema hacendario. Estos temas serán abordados posteriormente.

La emergencia de la CONAGO como actor en el sistema fiscal constituye un hecho relevante, pues por primera vez, en la época posrevolucionaria, ha surgido un actor capaz de enfrentar el poder de la SHCP y con la potencialidad de redefinir las relaciones fiscales intergubernamentales en México. Esto ha sido posible por los cambios registrados en la estructuras de poder, particularmente en las gubernaturas estatales y en el poder legislativo. El surgimiento de la CONAGO cuestiona los cimientos mismos de los organismos del SNCF y los rebasa en varios aspectos.

14      LAS HIPÓTESIS A LA LUZ DE LOS ESTUDIOS ORGANIZACIONALES

En este recorrido por el pasado y la actualidad del SNCF a la luz de los estudios organizacionales se han demostrado diversas cuestiones planteadas como punto de partida en el trabajo.

Hipótesis metodológica. Se ha mostrado que la categoría esfera institucional construida específicamente para el análisis del SNCF complementada con los desarrollos del NIE en la versión de North y sus seguidores y la categoría poder, posibilitan el diálogo entre distintas vertientes disciplinarias de los estudios organizacionales y se complementan para el análisis de problemas concretos.

Esta construcción metodológica se posibilita porque el SNCF se integra por organizaciones públicas que tienen una problemática común que es fiscal, económica, organizacional y política por lo que comparten el propósito de obtener ingresos fiscales para cumplir sus responsabilidades ante la sociedad. Entre dichas organizaciones se establece una dinámica bajo la cual se abren canales de comunicación, se coordinan, compiten, y participan en la toma de decisiones para su avance.

En esta propuesta la categoría esfera institucional es el continente, mientras que su dinámica interna es representada por las reglas formales e informales (instituciones) planteadas por el NIE en la versión de North y desarrollada por Prats, Dove y otros. La aplicación de reglas formales e informales se complementa con el ejercicio del poder como se desprende de las perspectivas radical y posmoderna. Esto permite establecer una dinámica al interior del sistema, entre reglas formales e informales, bajo la cual se traslapan, imponen y dominan alternativamente. 

De esta manera se tienden puentes entre estas dos corrientes disciplinarias del nuevo institucionalismo, contradiciendo las afirmaciones de algunos autores como DiMaggio y Powell de que el NIS, el NIE y otros nuevos institucionalismos, no se comunican ni complementan. De lo anterior se desprende como una de las tareas o retos de los estudios organizacionales y sus académicos el establecer diálogos y complementariedades entre las diferentes disciplinas que lo componen, buscar su integración, complementariedad y sinergia que permitan analizar de manera inédita los problemas organizacionales y por ende expandir las fronteras de esta multidisciplina.

La relevancia de la historia para el estudio del SNCF. Se ha mostrado que la historia es relevante para el SNCF. Las principales instituciones ahora en funcionamiento tienen una larga historia y han vivido un lento proceso de maduración, mediante el cual se han perfeccionado. Este proceso comenzó desde el inicio de nuestro país como nación independiente. 

Se pueden mencionar varios ejemplos. Desde 1857, se inicia la práctica de la participación impositiva como instrumento de coordinación fiscal al compartir el rendimiento de un impuesto entre federación y estados. Este fue el caso del reparto equitativo de “el rendimiento de los derechos de registro y del impuesto sobre traslación de dominio, jurisdicción y competencia en el cobro de peaje” en los que existía una sola tasa y una sola liquidación. Este instrumento se vuelve a utilizar en 1922, cuando el gobierno federal participa con el 5% del rendimiento del impuesto sobre la extracción del petróleo, a las entidades federativas donde se ubicaban los pozos y las refinerías. Este mecanismo de coparticipación es uno de los principales hoy día. 

Un segundo ejemplo es el ISR, gravamen más productivo en la actualidad, que tiene su antecedente en el Impuesto del centenario, creado en 1921, con el que se gravaron algunos ingresos percibidos en agosto de ese año, señalando que sería por ‘única vez’. Tres años después el ISR se establece como ingreso federal ordinario en 1924 y 1925 y continua hasta la fecha. 

Una tercera institución que permanece hasta nuestros días se inicia en 1949: la creación de fondos de compensación. Ésta se introdujo en una iniciativa de reforma al artículo 73 fracción XXIX de la constitución para incluir dentro de los impuestos exclusivos de la federación el impuesto sobre fabricación y consumo de cerveza y se ha seguido utilizando hasta nuestros días.

En 1926 se inicia otra institución que ha perdurado y se ha reforzado en nuestros días. Esta es la política de la zanahoria y el garrote. Esta política se enuncia en la Ley Federal del Impuesto sobre Herencias y Legados aprobada en agosto de ese año. Esta ley hace federal este gravamen y se determina que los estados deben suspender o no decretar contribuciones en la materia a cambio de una participación del impuesto federal. Es decir, la federación se apropia de la fuente impositiva, las entidades renuncian a ella y a cambio reciben una parte del rendimiento en la misma, supuestamente superior a la que percibirían mediante su propio gravamen (zanahoria) o atenerse a las consecuencias (garrote). El garrote consiste en que los habitantes del estado que no acepte coordinarse deben enfrentar una doble tributación, la federal y la estatal, por lo que perderían competitividad, entre otros problemas. 

La política de la zanahoria y el garrote fue ampliamente utilizada para lograr la llamada coordinación general en el ISIM en 1976 e imponer el SNCF actualmente vigente en las negociaciones previas a 1980. De esta manera una política o institución creada en 1926 para una ley específica, 50 años después se convierte en la principal herramienta para la consolidación del SNCF actual.

También se han destruido mitos. En el llamado ‘viejo régimen’ era común el mito de la omnipotencia del presidente de la república en su relación con el Congreso. Se afirmaba que toda iniciativa de ley enviada por el ejecutivo al legislativo era aprobada de manera automática. 

Este mito no opera en el terreno fiscal y existen varios ejemplos. A raíz de la primera convención nacional fiscal en 1926 se somete al Congreso federal una iniciativa para adicionar al artículo 131 constitucional la instrucción de celebrar cada cuatro años una convención nacional fiscal que propondría los impuestos a crearse en toda la república, la unificación de sistemas fiscales y la delimitación de competencias de las distintas autoridades fiscales. Esta iniciativa no es aprobada por el Congreso y se tiene el primer contra mito fiscal, el del presidente todopoderoso que a la fecha era Plutarco Elías Calles, sin duda alguna, un hombre fuerte. 

La segunda convención nacional fiscal se celebró en 1933, derivándose de ella la iniciativa de reforma constitucional enviada a la Cámara de Diputados, por el presidente Lázaro Cárdenas en 1936 con el objetivo de delimitar las responsabilidades fiscales entre federación y estados. Sin embargo, esta segunda reforma no pasó en el Congreso, siendo el segundo caso que contradice el mito de la omnipotencia presidencial en el aspecto fiscal. Los anteriores casos muestran que el mito del presidente omnipotente, tan extendido en el sistema político anterior, no opera en el aspecto fiscal y sus causas están por investigarse, aunque se puede señalar, a manera de hipótesis, que la burocracia de la SHCP en un verdadero poder dentro del gobierno y tiene una gran autonomía relativa.

Asociado con la historia, también se ha demostrado que una vez que se instala una institución transmite un sentido de estabilidad que le da legitimidad independientemente de su eficacia. En el SNCF se encuentran muchas de éstas instituciones. Por ejemplo la fórmula de distribución de participaciones vigente, la cual es criticada por la mayoría de los estados, pero sigue siendo utilizada para distribuir nuevos recursos en el sistema, como es el caso de los excedentes petroleros (Calzada Falcón, entrevista, abril 1 de 2004).

Un ejemplo adicional es el caso de la suma cero establecida en la fórmula de distribución de participaciones actual que por una parte le proporciona estabilidad al sistema, pero por otra ha inhibido toda innovación al mismo, pues la mayoría de los debates desembocan en un callejón sin salida. Un ejemplo final es el funcionamiento de Indetec, que de acuerdo a la mayoría de los entrevistados ha ganado una gran legitimidad por su calidad técnica y su neutralidad en la elaboración de sus trabajos lo que transmite un sentido de confianza en todo el sistema. 

Hacienda y el SNCF se resisten a la transformación del contexto. Se ha reseñado a lo largo del trabajo los cambios observados en el contexto económico y en el contexto político y en el ámbito organizacional mismo desde el surgimiento del SNCF, lo que exigiría cambios correspondientes en el mismo. Sin embargo, la SHCP como actor dominante, se resiste a admitir la transformación de los mecanismos y modos de tomar decisiones al interior del sistema, a dar poder de decisión a la Comisión Permanente y a la RNFF y a admitir una mayor participación de las entidades federativas.

Esto ha provocado que el SNCF se vea rebasado en la realidad, pues ya existen dos instancias que tratan los mismos temas, pero en diferente contexto y con diferentes objetivos. Por una parte la Comisión Permanente ampliada integrada por los 32 secretarios de finanzas de las entidades federativas, la UCEF y el Indetec que funciona como órgano del SNCF. Y por la otra, la Comisión de Hacienda de la CONAGO integrada por los 32 secretarios de finanzas, pero sin el Indetec y sin representación de la SHCP. Esta Comisión de Hacienda ha impulsado y dado sustento técnico a las propuestas de la CONAGO ante el poder legislativo y ha estado tras el diseño y los trabajos de la CNH. De esta manera la Comisión Permanente y la RNFF han sido rebasados por la Comisión de Hacienda de la CONAGO, con la característica de que ambos organizaciones están compuestas por casi los mismos participantes.    

Esta situación tiene sus riesgos ya que el SNCF se rige bajo un marco jurídico y tiene reglas muy claramente establecidas, por lo que funciona de manera institucional y con bases técnicas sólidas, mientras que la segunda instancia no se rige por normas jurídicas y funciona de acuerdo a la coyuntura, con criterios que pueden alejarse de la técnica y acercarse al juego de la política. Lo ideal sería darle un marco institucional a los trabajos de la Comisión de Hacienda y de la CONAGO en su conjunto. 

Los planteamientos anteriores muestran que los organismos, mecanismos, e instituciones del SNCF han sido rebasados por actores externos al mismo como la CONAGO y sus comisiones. La realización misma de la CNH es un signo de que el SNCF y sus mecanismos ya no funcionan, por lo que es necesario repensar y proponer instituciones alternativas que den una nueva vitalidad al federalismo mexicano. Esto incluye al Senado diseñado originalmente para representar los intereses de las entidades federativas, pero cuyos integrantes han terminado por representar los intereses del partido que les llevó a la Cámara o a grupos de interés dentro o fuera de los mismos, pero nunca a sus regiones.
El logro de lo anterior implica dos cuestiones: cambiar la forma y mecanismos para la toma de decisiones que hasta ahora ha sido vertical, de arriba hacia abajo, de Hacienda hacia los estados y municipios, por un mecanismo de abajo hacia arriba, de las entidades federativas y sus municipios a la federación y el diseño e instrumentación de una nueva arquitectura institucional fiscal para el federalismo mexicano, que se propone en el siguiente capítulo.

La evolución del SNCF bajo el signo del azar y los intereses. Desde su creación en 1980 y hasta 1990 el SNCF fue esencialmente resarcitorio, es decir su objetivo principal fue compensar a estados y municipios el sacrificio fiscal en que incurrieron al adherirse al sistema. A partir de 1990 con la introducción de la variable población para distribuir el 45.17% del FGP, el SNCF cambia su naturaleza de resarcitorio a redistributivo, buscando la equidad entre los distintos estados, en términos de distribuciones per cápita.

En los años previos a 1980 cuando se diseñó el sistema nunca se habló de que el objetivo equidad tendría alguna importancia en el sistema y 10 años después se convierte en el principal de ellos. Esto implica que no existía un plan de largo plazo para el sistema, acerca de sus objetivos y variables fundamentales y que su evolución obedeció a la atención de objetivos coyunturales que surgían de las circunstancias políticas y económicas presentes en un momento dado a las que la SHCP, actor dominante sentía que podía o debía satisfacer. Con este cambio en la fórmula de distribución de participaciones la SHCP transformó la naturaleza del sistema, satisfizo las demandas de recursos de los estados pobres y más poblados, transfiriendo fondos de los estados más ricos o con mayor base fiscal, sin sacrificar recursos federales. En otras palabras cambió la naturaleza del sistema sin pagar su costo económico y fiscal.

Uno de los objetivos de la creación del SNCF en 1980 fue la simplificación, sin embargo como otro signo del carácter reactivo, coyuntural y no planeado del sistema es que a partir de 1996 se comienzan a ceder potestades tributarias a las entidades federativas, al punto de que en la actualidad existe de nuevo un gran número de contribuciones locales que, al igual que los existentes antes de 1980, son de una base fiscal muy estrecha y de baja potencialidad recaudatoria, por lo que no constituyen una solución a los problemas fundamentales del sistema y si lo hacen más complejo. En este caso, ante la escasez de recursos por parte de la federación, la SHCP reacciona dando marcha a uno de los objetivos iniciales básicos del SNCF.
Un tercer cambio importante del sistema es la introducción de las aportaciones para financiar el proceso de descentralización de algunos sectores sociales importantes como la educación, la salud, el combate a la pobreza y algunos programas conjuntos de seguridad pública. Este cambio introduce una dimensión más al sistema, por lo que ahora el cumplimiento del objetivo de equidad, requiere considerar cada uno de los fondos de aportaciones y sus criterios de distribución, pues el buscar la equidad en un instrumento puede introducir inequidad en el conjunto del sistema. Esto obliga a cambiar la toma de decisiones que hasta ahora han sido instrumento por instrumento, a una visión del conjunto de transferencias federales a los estados, es decir, pasar de una toma de decisiones vertical a una horizontal, que acompañe al nuevo diseño institucional fiscal propuesto. 

El poder en la esfera institucional. El poder es un elemento determinante en el accionar del SNCF. La conceptualización weberiana con elementos de la perspectiva posmoderna da la definición de poder aplicable en el mismo. El poder se transmite a través de la definición de las reglas formales e informales y de su interpretación y se ejerce por las decisiones tomadas e instrumentadas y la forma o estilo en que éstas toman.

Al existir una esfera institucional con 33 actores, pero únicamente 2 interlocutores (Hacienda por un lado y todas las entidades federativas por el otro) en cuya interacción la SHCP es el actor dominante y poderoso, ya que ha impuesto las reglas formales a través del congreso, a las que añade su interpretación y el manejo de los recursos fiscales y su suministro a través de las participaciones, aportaciones y otras modalidades de gasto descentralizado, bajo las reglas que la federación ha definido y opera. También impone las reglas informales y las interpreta a través del control de los órganos del sistema, como la Comisión Permanente y la RNFF 

Con lo anterior se comprueban las afirmaciones de North de que “las reglas formales son creadas y moldeadas para servir los intereses de los más poderosos en la sociedad” o de Berger y Luckmann al señalar que “quien tiene el palo más grande tiene más probabilidades de imponer sus definiciones de la realidad”. De esta manera, el poder es un elemento definitorio de los avances, retrocesos, desarrollos y orientación en el SNCF.

En el SNCF ha existido un actor dominante: la SHCP, que representa a la federación. Ésta ha impuesto los mecanismos, fórmulas, y demás modalidades y variantes, aún a contrapelo de los cambios observados en la economía y la política, contexto relevante del sistema, y al interior del mismo, que impulsan el surgimiento de nuevos actores como la CONAGO. Sin embargo, la insistencia de parte de la federación de ver al SNCF como ‘caja negra’, como su feudo o coto de poder exclusivo hace que éste se vea rebasado por los acontecimientos recientes, corriendo el riesgo de quedar obsoleto y por lo tanto inútil como mecanismo de coordinación en el nuevo sistema fiscal mexicano en proceso de conformación. Esto se comprueba al observar que las decisiones trascendentes en lo que respecta a las relaciones fiscales intergubernamentales en los últimos años se han tomado en la Cámara de Diputados a propuesta y con el insumo de la CONAGO y otros actores no pertenecientes al SNCF. El proceso de toma de decisiones al interior del SNCF es mejor representado por el modelo denominado como ‘estructuralmente diferenciado’.

15   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES: HACIA LA CONSTRUCCIÓN DE UN NUEVO ANDAMIAJE INSTITUCIONAL DEL FEDERALISMO FISCAL

En este capítulo se retoman algunos de los principales problemas del SNCF y se plantean soluciones para la problemática diagnosticada, entre la que destaca la propuesta de una nueva arquitectura institucional fiscal y de nuevas potestades tributarias para los ámbitos locales de gobierno.

En los últimos años el SNCF ha sido fuertemente cuestionado por diversas razones: en primer lugar, no ha resuelto uno de los problemas fundamentales de todo sistema fiscal que es el de proporcionar los recursos para satisfacer las necesidades de gasto de federación, estados y municipios. Por otra parte ha quedado obsoleto, al ser rebasado en sus propuestas por organizaciones e instituciones externas y al no adecuarse a los cambios acaecidos en la economía nacional y en el sistema político mexicano, entre otras circunstancias. Lo anterior demanda la reconstrucción del andamiaje institucional fiscal de la nación.  
15.1
EL SNCF, constante y circunstancia

Como se ha planteado en los capítulos anteriores, la federación ha luchado por apropiarse las principales fuentes de recursos fiscales a lo largo de la historia. Primero con las leyes de distribución de rentas en el siglo XIX y las dos primeras convenciones nacionales fiscales durante la primera mitad del siglo pasado. A raíz de las propuestas de estos eventos, se realizaron un conjunto de modificaciones legales, tanto en la constitución como en leyes secundarias, que apuntalaron un fuerte proceso de centralización tributaria. 

En los años previos a 1980 y los primeros 15 años del actual sistema, este proceso se acentuó hasta llegar a la ‘coordinación en derechos’. Para 1995, la federación tenia el control del ISR, IVA, IEPS, derechos e impuestos sobre todo tipo de fuentes de energía, quedando para las entidades federativas únicamente el impuesto sobre nómina y algunos derechos, mientras que para los municipios se reservó, a partir de 1983, el impuesto predial y otros gravámenes asociados con la compraventa y plusvalía de bienes raíces. Para complementar el financiamiento de las actividades estatales y municipales se instrumentó un sistema de transferencias no condicionadas y condicionadas, bajo el nombre de participaciones, aportaciones y otras variantes.

Fuera de esta constante centralizadora, el desarrollo del sistema ha seguido un camino errático, respondiendo a coyunturas que la SHCP, actor dominante del sistema, ha considerado que debe atender, sin importar en muchas ocasiones la opinión de las entidades federativas o los efectos negativos que causa a algunas de ellas. 

De esta manera, en los primeros años se enganchó a los estados mediante la política de la zanahoria y el garrote, al otorgarles un importante incremento de recursos por su incorporación al sistema mediante el expediente de resarcirles con creces los ingresos a los que renunciaron al incorporarse al SNCF. Nunca se habló de equidad o de apoyar a los estados menos desarrollados, valores que se daban por supuestos o que se suponía que el nuevo sistema resolvería automáticamente. 

Diez años después se cambió la naturaleza del sistema. En primera instancia se retiró de las entidades federativas la administración integral del IVA, que venían realizando desde 1980, y se concentró en la federación. En segundo lugar se cambió la fórmula de distribución de participaciones, introduciendo a la población como un criterio básico en la misma. De esta manera el sistema cambia su naturaleza de resarcitorio a redistributivo, a pesar de que éste no era un tema en las discusiones iniciales.

A partir de 1996 se da otro cambio, pues uno de los objetivos iniciales del sistema era buscar su simplicidad y se logró, al eliminar una gran cantidad de tributos federales, estatales y municipales. Sin embargo, a partir de 1996 se comienzan a regresar potestades tributarias a estados y municipios, de manera que a la fecha, muchos de los impuestos y derechos que existían antes de 1980 están vigentes nuevamente. La característica común de estas contribuciones es su base fiscal estrecha y la poca productividad de los mismos, por lo que se ha perdido la simplicidad del sistema por una baja recaudación.

Remarcando el carácter oscilante del sistema, se tiene una serie de decisiones tomadas, algunas aprobadas por el poder legislativo y publicadas en el Diario Oficial de la Federación por lo que ya eran parte de la LCF que nunca fueron instrumentadas o fueron remplazadas de último momento mediante la publicación de un artículo transitorio de la misma ley. Entre estas decisiones destacan la fórmula original de 1980 que nunca operó, la fórmula que entraría en vigor en 1990 y que fue sustituida por la vigente en la actualidad.

Por lo anterior, se puede establecer que ni la federación ni las entidades federativas tenían diseñado un plan estratégico de largo plazo para el SNCF, de manera que su evolución ha obedecido a la cambiante coyuntura y como respuesta a las circunstancias que se han presentado, transformando su naturaleza varias veces en un periodo de tan solo 23 años. Dado que la prestación de los servicios públicos locales depende las finanzas estatales y municipales, esta materia debería estar regida por un plan maestro que le diera un mínimo de certidumbre y no estar sujeto a las decisiones y hasta caprichos de los funcionarios federales.

15.1
El SNCF y su contexto

El SNCF y sus organismos fueron diseñados en una etapa de crecimiento económico sostenido. México creció durante 40 años sin interrupción entre 1940 y 1981. El SNCF fue diseñado en este contexto de crecimiento, pero dos años después de su inicio en 1980, la economía mexicana entró en una crisis de largo plazo. Siguió la década perdida de los ochentas, cinco años de crecimiento negativo en la década de los noventas y tres años de estancamiento en el siglo XXI. De esta manera, el SNCF y sus organismos fueron diseñados en un contexto de crecimiento económico que cambió únicamente dos años después de su entrada en vigor, lo que puede explicar algunos de los cambios sufridos posteriormente al interior del SNCF. 

En el aspecto político el SNCF surgió en el contexto de un sistema político de partido cuasi monopólico, cuya hegemonía comenzó a romperse desde las elecciones de 1988, con la llegada de un importante bloque de oposición al poder legislativo. Un año después el PAN gana la gubernatura de Baja California y en 1992 hace lo propio en Chihuahua. En las elecciones federales de 1997 se da un dominio del congreso por la oposición y en 2000 arriba a la presidencia de la república un partido de oposición. Este conjunto de hechos cuestiona la pertinencia y la relevancia de los organismos del SNCF desde la perspectiva política.

El actual SNCF surgió bajo el diseño y el designio de un actor todopoderoso y sin contrapeso: la SHCP, quien determinó e impuso, abierta o veladamente, directa o indirectamente, las modalidades, fondos, fórmulas, porcentajes y mecanismos de distribución de participaciones, devolución de potestades tributarias, reasignación de derechos, modalidades de colaboración administrativa, descentralización del gasto y otras formas de asignación y de administración de recursos a estados y municipios. Hoy día no existen actores todopoderosos, sino una multiplicidad de fuentes de poder y actores organizacionales no imaginados a principios de la década de los ochentas. Entre éstas destaca el congreso federal, la mencionada CONAGO; diversas asociaciones de municipios, representando los distintos partidos en el espectro político nacional; asociaciones de congresos locales y; organizaciones de contribuyentes, entre otros actores. 

Desde la perspectiva interna también han ocurrido cambios, pues los organismos del SNCF fueron creados para tratar asuntos de ingresos y sus facetas, como participaciones, colaboración administrativa, coordinación impositiva, entre otros. Pero a partir de 1998 se agregaron temas de gasto público, aportaciones, deuda pública y patrimonio, exigiéndose a los organismos del sistema una tarea para la que no fueron diseñados, lo que sin duda ha rebasado sus potencialidades.  

A contrapelo con la realidad, al parecer estos hechos no han sido registrados por la SHCP ya que sigue en su posición de ejercer un control absoluto al interior del SNCF al no permitir la intervención de otros actores, a no ceder el monopolio de la interlocución del SNCF con el poder legislativo y a no admitir cambios en los órganos de la coordinación fiscal. Por otra parte las entidades federativas enfrentan grandes dificultades para materializar sus propuestas de cambio al interior del SNCF, “ya que se ha llegado a considerar que al interior de los organismos del SNCF, los avances y las negociaciones son más complejas, lentas e incluso inoperantes” (SNCF c, 2004).
Los anteriores desarrollos en la política, en la economía y en el escenario organizacional han rebasado la concepción y diseño original de SNCF, de sus organismos y de las relaciones fiscales intergubernamentales en su conjunto y obligan a su redefinición y actualización, tanto en sus instituciones, sus organizaciones, sus procesos y sus modos de interacción. 
15.3
Algunos problemas del SNCF contemporáneo

En esta sección se destacan algunos problemas del SNCF, tratando de enfatizar aquellos que no han sido considerados en trabajos anteriores (véase por ejemplo a Michel, 2003).

Desaparición del ‘cerebro’ del sistema. Cuando el SNCF trataba únicamente el lado de los ingresos fiscales y temas relacionados, la Unidad de Política de Ingresos de la SHCP cumplía el papel de ‘cerebro’ responsable de diseñar la política y la ‘gran estrategia’ por la que transitaría a futuro el SNCF y por ende el federalismo fiscal mexicano. Pero a partir de 1998, con la introducción de las aportaciones y por ende de la participación de nuevas dependencias como SEP, Sedesol, SS, Segob, y otras áreas de la misma SHCP en su funcionamiento, el SNCF ha perdido el ‘cerebro’, por lo que es necesario que otra institución, ya sea existente, rediseñada o de nueva creación asuma esta función estratégica y primordial para el sistema. 

Insuficiencia de la LCF. La LCF vigente establece en su primer artículo el objeto del SNCF como 

... coordinar el sistema fiscal de la Federación con los de los Estados, Municipios y Distrito Federal, establecer la participación que corresponda a sus haciendas públicas en los ingresos federales; distribuir entre ellos dichas participaciones; fijar reglas de colaboración administrativa entre las diversas autoridades fiscales; constituir los organismos en materia de coordinación fiscal y dar las bases de su organización y funcionamiento.

Los ingresos de entidades federativas y municipios dependen en gran medida (más del 90%) de la recaudación federal, que a su vez se determina en función de la política fiscal. Esto implica que existe una sociedad o pacto fiscal entre federación, estados y municipios por lo que la definición de la política fiscal debe ser compartida por todos los actores interesados, ya que sus resultados a todos afecta. Sin embargo hasta ahora el diseño de la política fiscal ha sido monopolio o privilegio exclusivo de la federación. En el rediseño de un nuevo sistema, la política fiscal debe ser materia compartida entre los diferentes ámbitos de gobierno, para lo que debe modificarse la ley para ajustarse a la nueva situación. También debe incorporarse en el objeto de la ley las aportaciones y todas las modalidades de gasto público descentralizado.

Uniformidad en el tratamiento de los estados. En el SNCF todas las entidades federativas reciben el mismo trato, el clausulado de los convenios de adhesión y de colaboración administrativa es básicamente uniforme, aunque existen pequeñas variaciones en los anexos al convenio de colaboración administrativa. Con esto se supone que todos los estados tienen la misma capacidad política y administrativa, que es el mismo grado de complejidad en la administración fiscal del Distrito Federal y Colima o el Estado de México y Tlaxcala, por ejemplo; y que la problemática fiscal, social y política es básicamente la misma en todas las entidades.

Es tiempo de que entidades federativas con diferentes condiciones políticas, administrativas, sociales y económicas reciban un trato diferente. Que cada estado negocie en un plano de igualdad, como lo demanda el federalismo, las condiciones de su incorporación al sistema de coordinación fiscal. Las soluciones simplificadoras se desdibujaron en soluciones simplistas y se debe superar la etapa de la uniformidad en la coordinación hacendaria. Esto va en contra de la experiencia internacional y latinoamericana que muestra que los esfuerzos de descentralización fiscal requieren una instrumentación incremental con reglas diferenciadas de acuerdo a diferentes capacidades administrativas de las distintas unidades territoriales (Giugale et. al., 2000:2).  

 Confusión entre descentralización y federalismo. Hasta ahora se ha argumentado que la descentralización fiscal, como se le ha llamado al conjunto de procesos englobados en el SNCF, fortalece el federalismo. Esto ha sido una confusión y un error, pues la modalidad de descentralización operativa que ha sido adoptada en el país, lo único que fortalece es la capacidad administrativa de estados y municipios y no el conjunto de entidades federativas y gobierno central que integran la federación. La única modalidad que permitiría del fortalecimiento del federalismo es la devolución de potestades tributarias (Rodríguez, 1999; Gallegos, 2004), mismas que las entidades federativas cedieron al adherirse al SNCF, por lo que es necesario retomar el camino que efectivamente otorgue fortaleza al federalismo.   

Verticalidad en la toma de decisiones. La propia historia del SNCF, ha determinado que hasta ahora, las decisiones se tomen en forma aislada. Es decir por ejemplo, se toman decisiones sobre las participaciones o las aportaciones sin tomar en consideración su efecto global sobre el conjunto de transferencias de la federación a estados y municipios. Hasta hoy no existe una evaluación del impacto global del conjunto de transferencias condicionadas y no condicionadas de la federación a los estados, aunque un buen intento es el realizado por Díaz Cayeros (2001). 
Una de las cuestiones hacia las que debe evolucionar es al análisis integral del impacto en las entidades federativas del conjunto de instrumentos del SNCF. Es decir se debe pasar de la verticalidad a la horizontalidad en la toma de decisiones, de analizar el impacto de un instrumento aislado a la evaluación global del sistema, incluyendo los ingresos propios, de entidades federativas y municipios, en un esquema de balance fiscal. 

También existe otra conceptualización de verticalidad, pues hasta ahora las decisiones se han tomado de arriba hacia abajo, las ha tomado la SHCP y las ha impuesto a los estados, por lo que en necesario pasar a la toma de decisiones de abajo hacia arriba en un nuevo diseño del SNCF. Las nuevas condiciones políticas facilitan e incluso obligan a modificar este proceso en el sentido mencionado. 

La equidad una vez más. En términos de la SHCP, uno de los principales logros del sistema de participaciones es la reducción de su inequidad, pues en 1980 existía una diferencia de 15 a 1 en las participaciones per cápita que recibía el estado más ‘favorecido’. Esta diferencia se redujo de 7.4 veces a 1 para 1990 y de 3.9 a 1 para 2002. 

Además de lo cuestionable del indicador utilizado, participaciones per cápita, el intento de lograr la equidad en un instrumento puede introducir inequidad en el conjunto y aumentar la injusticia del sistema. Es necesario evaluar el conjunto de transferencias y su impacto global en las entidades federativas y los municipios.

El sistema estimula la pobreza. Uno de los comentarios más frecuentes de los secretarios de finanzas entrevistados es el señalamiento de que el sistema estimula la pobreza y desincentiva la recaudación fiscal. Esto ocurre porque más del 45% del FGP se distribuye en base a la población. El mismo criterio se aplica al Fortamun. Los fondos de aportaciones para la educación y la salud, que constituyen más de 70% de dichas transferencias se distribuyen básicamente por criterios inerciales y de atención al rezago, y el FAIS y FASP se distribuyen en función de carencias y/o necesidades. Todas estas variables reflejan directa o indirectamente la pobreza relativa de las entidades y municipios.


Únicamente la segunda parte del FGP (45.17%) se distribuye en base a impuestos asignables, que también son muy cuestionados por los secretarios de finanzas, pues están relacionados con el vicio (tabaco, cerveza y bebidas alcohólicas), la contaminación (gasolina, tenencia) y la mala distribución del ingreso (ISAN). Es importante repensar estos criterios de asignación y distribución de participaciones. 

El conjunto de problemas reseñados en este trabajo y los enumerados en otros estudios como la dependencia de las entidades federativas; los problemas en el cálculo de la RFP y en la fórmula de distribución de participaciones, entre otros, requieren el rediseño del SNCF sobre bases muy diferentes a las actuales.


15.4
Nuevas instituciones para un nuevo sistema de coordinación hacendaria


Los cambios en el contexto político y económico, las transformaciones estructurales al interior del sistema y los problemas reseñados anteriormente han agotado las posibilidades de un funcionamiento eficaz del sistema en las condiciones actuales, por lo que se requiere del diseño de nuevas instituciones y nuevos arreglos para pasar a una nueva etapa en el federalismo mexicano. 


Comisión federal de presupuesto, financiamiento y gasto público. Se ha observado que el surgimiento de la CONAGO y otros actores en el sistema político con intereses sobre los recursos fiscales se han incorporado en la toma de decisiones y han acudido directamente al congreso para presentar sus argumentaciones. Resulta importante incorporar estos actores y canalizar institucionalmente sus demandas. 

Para lo anterior, se sugiere la creación de la Comisión federal de presupuesto, financiamiento y gasto público. Esta comisión cuyo nombre es sugerido en la “Declaración de Mazatlán”, aunque puede llevar otra denominación, se integraría por el presidente de la república y los 32 gobernadores de las entidades federativas con reuniones periódicas, quizá semestrales, donde se discutirían los problemas hacendarios y las propuestas de solución a los mismos. Estas reuniones sustituirían a las reuniones nacionales de funcionarios fiscales.

La inclusión de los gobernadores en este organismo canalizaría institucionalmente su participación que ahora se presenta por canales informales, vía los diputados que representan a su entidad federativa, ante esta cámara o de manera organizada por medio de la CONAGO ante los integrantes del poder legislativo. Sin embargo algunas de esta intervenciones no se sustentan en el respaldo técnico que dada la complejidad de la materia fiscal requieren y que ha ocasionado la aprobación de verdaderos monstruos fiscales como los impuestos a los artículos de lujo de hace dos años o el Impuesto a la Producción y a la Intermediación que estuvo a punto de ser aprobado en años más recientes. Estos intentos no resuelven ningún problema, pero introducen complejidades innecesarias en la administración fiscal e incrementan los costos de empresas y contribuyentes.

La creación de un organismo de la naturaleza del propuesto permitiría canalizar institucionalmente las propuestas de los gobernadores, dándoles el debido sustento técnico, económico y social a través del Instituto del Federalismo que también se propone en este trabajo.

Instituto del federalismo. Desde los años veinte del siglo pasado, se propuso institucionalizar la CNF, dándole la facultad de autorizar cualquier modificación a las leyes tributarias de los estados, mientras que en el caso de la federación fuera sólo organismo de opinión. En la segunda convención se propone la creación de la CNF y la Comisión Permanente como órganos de Estado, como responsables de la organización del régimen fiscal, y la delimitación de competencias de las fuentes de ingresos no exclusivas de algún ámbito de gobierno. 

De esta manera desde hace más de setenta años ha flotado en el ambiente la idea de crear un órgano para coadyuvar y apoyar las relaciones fiscales intergubernamentales en la nación. El Instituto del Federalismo (nombre sugerido por Calzada Falcón en entrevista, abril 1 de 2004) sería un órgano con autonomía y personalidad jurídica que trabajaría en el contexto del organismo propuesto anteriormente. La autonomía del instituto aseguraría que su funcionamiento estuviera libre de la influencia de la SHCP o de las entidades federativas agrupadas o en lo individual. Este instituto sería el cerebro del sistema, función que ha dejado de cumplir la Unidad de Política de Ingresos de la SHCP y vería hacia el futuro no solo de los ingresos fiscales intergubernamentales, sino del gasto intergubernamental, del patrimonio y del crédito público. 

Por medio de este Instituto se analizarían los principales problemas del sistema: los principios que lo rigen; la uniformidad en el tratamiento de las entidades federativas; los debates en relación a la determinación de la RFP; el destino del excedente petrolero; los problemas de la fórmula o su modificación; el tratamiento de la equidad global del sistema y la devolución o redistribución de potestades tributarias entre federación, estados y municipios.

El instituto cumpliría las funciones señaladas por Giugale y otros (2000:4-5):   plantear una visión de largo plazo, con objetivos intermedios y mecanismos de ajuste para superar la actual trayectoria reactiva y sin plan que ha seguido la coordinación hacendaria en México; ser un foro para debatir y negociar nuevos mecanismos en las relaciones fiscales intergubernamentales y para prevenir los conflictos; proveer de información confiable para los diferentes ámbitos de gobierno: diseñar, desarrollar y difundir indicadores claves para evaluar los alcances y logros del proceso y evaluar la capacidad de estados y municipios para asumir nuevas responsabilidades y producir reportes de los avances de la coordinación hacendaria. Este organismo también tendría una relación estrecha con el congreso y sus instancias de fiscalización y evaluación (Auditoría Superior y Oficina de Finanzas Públicas entre otras.)

Existen varias razones por las cuales proponer un organismo autónomo. Se argumenta que dado que la descentralización es un proceso, una actividad permanente “una estrategia exitosa requiere una infraestructura institucional adecuada para desarrollar, monitorear e instrumentar la política de descentralización” (Giugale et. al., 2000: 1), lo que justifica un organismo autónomo. Por otra parte, la experiencia muestra que este tipo de órganos ha funcionado en México y han sido solución a problemas ancestrales, desarrollando confianza, neutralidad, objetividad y transparencia en las materias que maneja. Tal es el caso del Instituto Federal Electoral y la Comisión Nacional de Derechos Humanos entre otros organismos autónomos. 

La experiencia de otros países de América Latina muestran que otras figuras organizativas e institucionales han fracasado o sus logros y alcances son limitados: 

1. Los acuerdos horizontales, intersecretariales (a nivel nacional) o conferencias de gobernadores, alcaldes o secretarios de finanzas (nivel local) han tenido efectos modestos, restringidos generalmente a pocas políticas específicas. Los acuerdos de más amplio alcance parecen requerir del respaldo presidencial y el compromiso definitivo del ministerio de finanzas.

2. Las Comisiones presidenciales pueden ser más efectivas, pero su sustentabilidad dependen de la continuidad del respaldo presidencial, como lo ejemplifica la experiencia de la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado (COPRE) en Venezuela.

3. El respaldo presidencial para una agencia de segundo nivel, como la Subsecretaría de Participación Popular de Bolivia es usualmente de corto plazo; en Bolivia permaneció mientras ésta tuvo el respaldo presidencial irrestricto.

4. Una sola agencia a nivel ministerial como el ministerio de Gobernación o el del interior o de la presidencia, ha fracasado usualmente, en la medida en que el ministerio de finanzas o la agencia de planeación es primordial para el avance de la descentralización.

5. Una unidad especial al nivel ministerial como la Secretaría de la Presidencia, usualmente carece de capacidad de coordinación específica vis-a-vis ministerios sectoriales y especialmente el ministerio de finanzas.

6. Las experiencias en las que no existe una agencia primariamente responsable, como en Chile y Colombia, muestran que el ministerio de finanzas o la oficina de planeación toma a su cargo el proceso de descentralización cuando no éste no es encabezado por otra dependencia (Giugale et. al., 2000: 5).

Como se puede ver virtualmente todas las formas institucionales practicadas en Latinoamérica y en nuestro país han fracasado, por lo que una institución autónoma parece ser el único mecanismo institucional que garantiza un éxito relativo en la materia.

Cabe señalar que las propuestas de la CNH (CNH a, 2004: 82-84) son bastante limitadas en relación a lo aquí planteado, pues se conservan los mismos órganos de la coordinación fiscal, ampliados para incluir gasto, deuda y patrimonio. También se propone incluir los municipios y ampliar sus funciones al diseño de políticas, estrategias  y programas y su evaluación. De igual forma se plantea su participación en la formulación de propuestas de reforma a la legislación hacendaria, de deuda pública y patrimonio entre otras materias, así como incluir las dependencias federales involucradas en el gasto federal transferido mediante las aportaciones y otras modalidades. Otra propuesta importante es la creación de un Sistema Integral de Información de las Haciendas Públicas.

Sin embargo, no se tocan los principales problemas: la dependencia de los órganos de la coordinación fiscal o hacendaria de la SHCP frente a la actitud de ésta de controlar financiera y políticamente a las entidades federativas y los municipios y la incapacidad de los actuales órganos de incorporar a los nuevos actores y canalizar institucionalmente sus demandas ante los órganos que toman las decisiones finales, es decir el poder legislativo. Esto sólo se lograría mediante la creación de un órgano autónomo como el Instituto del Federalismo propuesto.  

Nuevas potestades a estados y municipios. En la actualidad, los estados tienen bases muy reducidas y mal explotadas (impuesto sobre nóminas, impuestos sobre espectáculos públicos y algunos de compraventa, entre otros). Sólo cinco estados y el  D.F. hacen uso de todas las facultades tributarias potenciales, mientras que los municipios tienen el impuesto predial y un conjunto de derechos. 
Como parte del rediseño del federalismo fiscal mexicano, es necesario avanzar hacia la reducción del desequilibrio horizontal y disminuir la dependencia de estados y municipios o, en otras palabras avanzar hacia una responsabilidad en la vinculación ingreso-gasto y un mayor compromiso de los gobiernos locales con su sociedad.

En este sentido es importante recurrir a la experiencia internacional que establece que en los países federales, donde existen gobiernos locales fuertes y autónomos, éstos tienen a su cargo uno o varios impuestos de base amplia (Bird, 2002) al consumo, ventas finales y/o al ingreso personal, de manera que la discusión sobre este tema debe girar en relación a qué gravamen sobre estas materias pueden ser recaudado, administrado y gastado de mejor manera por estados y municipios. 

Esto implica la devolución de potestades tributarias a estados y municipios. La devolución es un asunto muy importante ya que 

La devolución fiscal supone la transferencia de responsabilidades importantes a los gobiernos subcentrales, anteriormente controladas por el gobierno central, que les permite desde la elección de sus propios funcionarios, la recaudación de sus ingresos y la decisión independiente para gastarlos. ... 

... Desde la perspectiva del gobierno central, otorgar, ceder o devolver autoridad – y por tanto autonomía- para la toma de decisiones constituye el problema más grande para la aplicación de un programa  de devoluciones. En la mayoría de los casos el centro tiende a resistirse a ceder autoridad y control, fortaleciendo con ello la autonomía política de las otras instancias de gobierno. ...

... Cuando la descentralización se da a través de la devolución, se transfiere autoridad, funciones, programas y recursos, y se otorga una autonomía total que, en consecuencia, debilita el ejercicio del poder jerárquico (Gallegos, 2004: 299). 

En este sentido las recomendaciones de la CNH van en la dirección correcta, pues se propone “otorgar a las entidades federativas la potestad de gravar con un impuesto local a las ventas y servicios al consumo final con una tasa mínima de 3%, de la cual 2 puntos se destinarían a la Entidad y un punto a los municipios” (CNH 2004 a: 61). Para evitar una sobre tributación se reduciría la tasa general del IVA de 15 a 12% y la tasa de la frontera de 10 a 7%. 

Lo anterior implica que la federación sacrificaría ingresos para que estados y municipios aumentaran los suyos, aunque se aclara que este impuesto sería federal en sus inicios para posteriormente pase a ser un impuesto de naturaleza enteramente local. También existe otro impacto fiscal de esta propuesta, pues al reducirse la recaudación del IVA, también bajaría el monto del FGP y por ende los recursos a distribuir a los gobiernos locales por concepto de participaciones, lo que de alguna manera compensaría el aumento de ingresos obtenidos vía el nuevo impuesto. 

Una segunda recomendación que también tiene naturaleza devolutoria es el establecimiento de un impuesto estatal, en forma cedular, al ingreso de las personas físicas  por concepto de salarios, honorarios profesionales, arrendamiento de inmuebles, enajenación de inmuebles y actividades empresariales. Este gravamen tendría una tasa única entre 2 y 5% y su base se homologaría a la correspondiente al ISR, del cual sería deducible. Una ventaja de este esquema es que el impuesto local aprovecharía los padrones de contribuyentes y los mecanismos de administración y fiscalización existentes, lo que implica partir de la base de una gran experiencia acumulada. 

Finalmente se propone establecer gradualmente derechos ecológicos estatales, en el contexto del marco regulatorio federal, con lo que se daría a la autoridad local una gran capacidad de regular su medio ambiente y fortalecer sus finanzas.

A diferencia de las recomendaciones de la CNH en relación al marco organizacional e institucional, las propuestas de devolución de potestades tributarias y de nuevas fuentes de ingresos a estados y municipios van en el camino correcto, pues con estas medidas se cumplirían varios objetivos: se promueve el espíritu federalista al devolverse facultades a las entidades federativas, se disminuye la dependencia del ámbito federal de gobierno y se fomenta el esfuerzo recaudatorio a nivel local, por lo que se fortalece la autonomía legal y financiera de los gobiernos locales y por lo tanto el federalismo fiscal en México.   
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	Anexo 1

Integración del Fondo General de Participaciones 1980-2004, en relación a la Recaudación Federal Participable

	Año
	Concepto
	% *
	Instrumento

	1980
	Fondo General conforme a la LCF 
	13.00000
	Art. 2 LCF

	
	Impuestos suspendidos o derogados por estados y municipios
	1.578399
	Anexo 1 ** 

	
	Gastos de administración
	0.354475
	Anexo 1

	
	Tratamiento especial a estados petroleros
	0.692872
	Anexo 2

	
	Apoyo fiscal al Sistema Alimentario Mexicano
	1.269105
	Anexo 4/3

	
	Integración del FGP para 1980
	16.894851
	

	1981
	Fondo General para 1980
	16.894851
	

	
	Por suspensión de cobro de derechos de pasaporte
	0.018462
	Anexo 3/2

	
	Por reformas a la ley del IVA a partir de 1981
	0.024537
	Anexo 5/4

	
	Integración del FGP para 1981
	16.937850
	

	1982
	Fondo General para 1981
	16.937850
	Declaratoria de derechos

	
	Por coordinación en materia de derechos
	0.050000
	

	
	Fondo General de Participaciones para 1982 (coordinados en derechos)

Fondo General de Participaciones para 1982 (no coordinados en derechos)
	17.43785

16.93785 
	

	1983-1987
	Fondo General 1982
	17.43785
	Suspensión de impuesto

	
	Por la suspensión de impuestos a profesionistas
	0.026918
	

	
	Por la recaudación de pozos artesianos en el D.F:
	0.019255
	

	
	Fondo General de Participaciones 1983-1987 (coordinados en derechos)

Fondo General de Participaciones 1983-1987 (no coordinados en derechos)
	17.480230

16.984023
	

	1988-1989
	30% de la recaudación del IVA obtenido en la entidad + Fondo Ajustado – devoluciones de la RFP atribuidas a los estados 
	
	

	1990
	(Fondo ajustado + 30% Recaudación IVA en entidades) – (devoluciones + coordinación en derechos de 28 entidades)

Fondo Financiero Complementario: (0.5% RFP + 3% FGP a cargo de la Federación)/RFP 

Fondo General de Participaciones 1990 
	17.232149

1.028121
18.260270
	

	1991-1995
	18.51% RFP + 0.5% RFP, para entidades coordinadas en derechos + 80% de recaudación por Bases Especiales de Tributación en 1989, actualizada por inflación al año que se trate 
	18.51% como piso
	

	1996-2004
	20% RFP + 1% RFP, para entidades coordinadas en derechos + 80% de recaudación por Bases Especiales de Tributación en 1989, actualizada por inflación al año que se trate
	21.0% como piso
	

	Porcentaje de la RFP

** Se refiere a los anexos al Convenio de Adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Véase nota de pie 12 acerca de la enumeración de los anexos.

Fuente: Ortiz Ruiz, Miguel (1998), Evolución del Sistema de Participaciones 1980-1997, Indetec, Guadalajara.

López Moguel, Ana Isabel (2003), “La coordinación fiscal y el sistema de participaciones en México: 1973 a 2003”, Indetec # 135, agosto de 2003,Guadalajara, pp. 33-49.


	Anexo 2.- Funcionarios fiscales entrevistados

	Nombre
	Cargo
	Fecha

	Gilberto Cabanillas Hoyos
	Director General de Coordinación Hacendaria del Gobierno del Estado de Sonora
	Marzo 19 de 2004

	Fernando Calzada Falcón
	Secretario de Finanzas, Gobierno del estado de Tabasco
	Abril 1 de 2004

	Ramón Castañeda Ortega
	Director de Coordinación Hacendaria, Indetec 
	Marzo 29 de 2004

	David Colmenares Páramo
	Director General de la Unidad de Coordinación con Entidades Federativas, SHCP 
	Marzo 9, 2004

	Guillermo Hopkins Gámez
	Secretario de Hacienda, Gobierno del estado de Sonora
	Marzo 11 de 2004

	Hugo Alberto Michel Uribe
	Académico, Universidad de Guadalajara y ex funcionario de Indetec 
	

	René Montaño Terán
	Ex Secretario de Finanzas, Gobierno del Estado de Sonora
	Mayo 25 de 2004

	Ricardo Olivares Sánchez
	Secretario de Finanzas, Gobierno del estado de Tlaxcala
	Marzo 11 de 2004

	Miguel Ortiz Ruiz
	Analista, Indetec 
	Marzo 29, 2004

	Javier Pérez Torres
	Director General de Indetec
	Mayo 10 de 2004

	Jesús Salvador Ponce Soto
	Procurador Fiscal, Gobierno del Estado de Sonora
	Marzo 17 de 2004

	Guillermo Ramírez
	Director General de Política Hacendaria, Gobierno del estado de Jalisco
	Marzo 25, 2004

	Raymundo Vega Ramos
	Director General de Planeación, Estadística y Estudios Hacendarios, Gobierno del estado de Sonora
	Junio 21, 2004

	José Antonio Zarzoza Escobedo
	Ex Director General de Indetec 
	Marzo 4 de 2004



























































































































































Poder Legislativo





Presidente de la República


Secretaría de Hacienda y Crédito Público





Esquema 8.- Flujo formal de información entre los órganos del SNCF





Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales





Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales





Grupos Técnicos 





Grupos de Trabajo y Comités de Vigilancia 











Sociedad





Esfera institucional





Sistema económico, competencia





Estado





Poder


Judicial





Polities





Instituciones informales: tradiciones, valores, principios, creencias





Esquema 9.- El SNCF como esfera institucional, 1980-1997





Sociedad,


Aprendizaje  y


Conocimiento





Contexto técnico





Contexto institucional





Universos simbólicos, cultura, ideología, estructuras mentales


Tiempo e historia 








Instituciones formales: constitución, leyes, códigos, etc.





Poder: Cambio o interpretación  de las reglas





Poder: Cambio  o interpretación de las reglas





Implica relaciones de poder o intereses contrapuestos





Poder:  Cambio  o interpretación de las reglas





Poder: Cambio o interpretación  de las reglas





Nuevos actores: CONAGO, municipios





Nuevos actores: congresos locales 





Secretaría de Hacienda y Crédito Público


Subsecretaría de Ingresos


Unidad de Coordinación con Entidades Federativas


Unidad de Política de Ingresos








  Baja California





Baja California Sur








Sonora





Sinaloa





Grupo 1





Chihuahua





Grupo 2





Coahuila





Durango





Zacatecas





Hidalgo





Grupo 3





Nuevo León





Tamaulipas





Tlaxcala





Grupo 4





  Aguascalientes





Colima





Jalisco





Nayarit





Grupo 5





Guanajuato





Michoacán





Querétaro





Grupo 6





San Luis Potosí





Distrito Federal





Estado de México





Guerrero





Morelos





Grupo 7





Grupo 8





  Chiapas





Oaxaca





Puebla





Veracruz








  Campeche





Quintana Roo





Yucatán





Tabasco
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